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PRESENTACIÓN

Juzgar con perspectiva de género, casos prácticos es una herramienta, en la que con-
vergen las experiencias del Poder Judicial de la Ciudad de México, a través de 
la observancia de los estándares internacionales y nacionales en este tema, y 
presenta un abanico de posibilidades para todas las personas juzgadoras en la 
aplicación e incorporación de la perspectiva de género en sus actuaciones y re-
soluciones; pretende ser un documento de consulta práctico para el personal ju-
risdiccional mediante el abordaje de temas que inciden en el concepto de género 
como la interseccionalidad, transversalidad, violencia, estereotipos, identidad e 
igualdad, roles y lenguaje incluyente; todos ellos esenciales para la perspectiva 
de género en el ámbito jurisdiccional. 

Con este objetivo se incorporan ejercicios de casos prácticos con preguntas 
clave como medio de reflexión y análisis sobre los aspectos fundamentales de 
cada rubro, de esta forma se busca promover el interés para utilizar nuevas prác-
ticas y actitudes positivas para lograr un acceso a la justicia en condiciones de 
igualdad y no discriminación para todas y todos; todo ello en aras de alcanzar 
una justicia igualitaria.

Por tanto, como órgano impartidor de justicia, en el Poder Judicial continua-
mos con el compromiso de velar por el respeto a la diversidad, a la autoidentidad 
y a mantener una visión integral como ejes de los procesos que conllevan a la ge-
neración de nuevos puentes y diálogos conceptuales y metodológicos, para lograr 
alcanzar esa tan ansiada justicia. 

Por ello, las y los invito a continuar reforzando las buenas prácticas de esta 
Casa de Justicia en temas de género.

Doctor Rafael Guerra Álvarez
Magistrado Presidente del Poder Judicial 

de la Ciudad de México
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INTRODUCCIÓN

Frente al desafío de garantizar, facilitar y apoyar en el ejercicio de la labor juris-
diccional a fin de lograr un acceso a la justicia plena, se propone este documento 
que busca reflejar la incorporación de elementos básicos en materia de género 
para el análisis de contexto, a fin de visibilizar, de manera más sencilla, casos en 
los que es posible la aplicación de la perspectiva de género de manera práctica, 
realizando a su vez una interpretación y aplicación integral del derecho.

Para el uso adecuado de esta herramienta, se considera necesario conocer una 
serie de contenidos teóricos que fundamentan el derecho a la igualdad y la no 
discriminación, permitiendo a la persona lectora hacer un recorrido a través de 
los diferentes temas de género y derechos humanos y la jurisprudencia de los ór-
ganos que hacen parte del Sistema Universal y del Sistema Interamericano.

Este documento consta de tres capítulos, donde se abordan cada uno de los 
elementos de juzgar con perspectiva de género, a fin de que resulte ilustrativo 
para todo el personal jurisdiccional la aplicación de esta herramienta en cada 
uno de sus parámetros de la manera más sencilla y práctica posible.

En el primer capítulo se desarrolla el tema de la igualdad y la no discrimina-
ción, a través de planteamientos claros y gráficos para posteriormente hacer un 
análisis del fundamento teórico sobre la igualdad de género en la administración 
de justicia y de la igualdad como un asunto de derechos humanos, destacándose 
a detalle las barreras de acceso a la justicia y del tema de la aparente neutralidad 
de la ley. 

La metodología de la interseccionalidad, cobra relevancia para evidenciar 
cómo concurren y confluyen en una persona, el género y otras categorías sospe-
chosas de discriminación. 

El segundo capítulo desarrolla el marco normativo en materia de derechos hu-
manos y los derechos de las mujeres y género, pasando por los tratados y estánda-
res internacionales y el control de convencionalidad, como parte del mecanismo 
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de seguimiento a los compromisos internacionales en materia de derechos hu-
manos que ha suscrito México. 

En el tercer capítulo se presenta una revisión de experiencias a través de la re-
ferencia y análisis de casos paradigmáticos, así como de la reparación del daño.

Se espera que este material sea una herramienta de trabajo para quienes como 
personas juzgadoras, quieran ahondar en el tema de género, derechos humanos 
y acceso a la justicia; develarlo, conocerlo y aplicarlo, siempre con el objetivo de 
que su gestión responda a los postulados de una función jurisdiccional justa y al 
alcance de todas las personas.
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CAPÍTULO 1
¿POR QUÉ SE DEBE JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO?

Para dar respuesta, es indispensable tener presente la reforma constitucional de 
2011 en nuestro país, enfocada sustancialmente a recoger la temática de dere-
chos humanos, ya que si bien, no fue a partir de este momento que se tomaron 
en cuenta, pues ya existía una amplia trayectoria de normativa nacional e ins-
trumentos internacionales en la materia, es innegable su trascendencia como 
parteaguas en la forma de ver y aplicar el derecho, ya que dio lugar al desarrollo 
de una estructura funcional de toda la normativa interna donde se establece el 
reconocimiento de los derechos humanos, no solo en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, sino en igualdad jerárquica con los mencionados 
en los tratados internacionales firmados por el Estado mexicano. De ahí derivó 
la obligación expresada en el artículo primero para que todas las autoridades, en 
el ámbito de su competencia, promuevan, respeten, preserven y garanticen los 
derechos fundamentales, favoreciendo en todo momento la protección más am-
plia, además de imponer la prohibición de discriminar a cualquier persona, por 
motivos, entre otros aspectos, de género, preferencias sexuales o cualquier otra 
circunstancia que atente contra la dignidad humana.

Es por ello que en un inicio, la perspectiva de género se introdujo como un de-
ber a cargo de las personas operadoras de justicia.1 En razón de que la discrimi-
nación es recogida como una postura totalmente reprobable que implica un tra-
to diferenciado e injustificado entre personas, que se asume, tienen los mismos 
derechos así concebidos en la Constitución, y es precisamente bajo esta óptica 
que debe tenerse en cuenta la histórica desigualdad entre hombres y mujeres 

1   Sentencia recaída en el amparo directo 12/2012, 12 de junio de 2013, pp. 33-35.
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derivada de la visión antropocéntrica y patriarcal, que genera que estos dos gru-
pos de personas no sean tratados como iguales.

Esta desigualdad, se manifiesta en distintos grupos de personas entre estos 
el de las mujeres, que se ven discriminadas en sus ámbitos de desarrollo, ante la 
exigencia de cumplir con determinados roles de conducta, en función de lo que 
se espera de ellas, en la familia, comunidad escuela y trabajo, cuando estos no se 
observan, se hace patente una desaprobación que se evidencia como violencia, 
esto se torna en un constante obstáculo para el ejercicio de los derechos de las 
mujeres, siendo necesario visibilizar y no soslayar los escenarios de vulnerabili-
dad que, enfrentan por razones de género, toda vez que el imperativo de prejui-
cios y roles de género, hacen que las posibilidades de  hacer  valer sus derechos 
eficientemente, se vean mermadas ante la percepción o concepción de la posición 
que las mujeres tienen en la sociedad, y se convierten en un riesgo latente de un 
trato desigual que impide la imparcialidad que debe prevalecer en los procesos y 
procedimientos judiciales afectando su esfera de derechos, y es en este sentido 
que cobra relevancia la necesidad de juzgar con perspectiva de género.

Esta obligación2, se resume en el deber de las personas encargadas de impar-
tir justicia de reconocer las particulares situaciones de desventaja histórica que 
atraviesan algunos grupos de la población, como son las mujeres, como conse-
cuencia, de la construcción que socioculturalmente se ha desarrollado en torno a 
la posición y al rol que debieran asumir3. 

De ahí, que la metodología desarrollada en torno a la perspectiva de género, 
constituye una herramienta útil para juzgar los casos en donde se ven involucra-
das niñas, adolescentes y mujeres;  porque  permite identificar las discriminacio-
nes que pueden presentarse en estos grupos en situación de vulnerabilidad, ya 
sea directa o indirectamente, aplicando a la par, el marco normativo, tomando en 
cuenta los ámbitos internacional y local. 

2    En el amparo directo en revisión 2655/2013, se avanzó en la definición del carácter obligatorio que tiene 
dicha herramienta.

3   SCJN, Reseñas Argumentativas, Reseña del Amparo Directo en Revisión 5999/2016 “Obligación de Juzgar 
con Perspectiva de Género”, página 7, en: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/resenias_argumentativas/
documento/2018-02/res-JMPR-5999-16.pdf
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Sin embargo, no debe soslayarse que la perspectiva de género no sólo es pertinente 
en casos relativos a mujeres, en tanto su enfoque pretende detectar la forma en que el de-
recho afecta las situaciones particulares de las personas al omitir considerar la situación 
referente a las funciones de género. Por tanto, para determinar si en un proceso se debe o 
no aplicar la perspectiva de género es preciso verificar la existencia de situaciones de poder 
o bien de contextos de desigualdad estructural basados en el sexo, las funciones del género 
o las preferencias sexuales de las personas4

A.	 NIVEL INTERNACIONAL 
Se cuenta con diversos instrumentos, en los que se ven reflejados derechos de las 
mujeres o grupos de la población que sufren discriminación por cuestiones de 
género; mismos que resultan relevantes en la aplicación de esta herramienta, u 
otros que sin mencionar específicamente dentro de su título algún derecho rela-
cionado con mujeres, niñas o adolescentes, también garantizan transversalmen-
te sus derechos en el uso de esta herramienta. 

1.	 Sistema de Naciones Unidas
La Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 

contra la Mujer –en adelante CEDAW- establece en específico, el deber de eli-
minar las diferencias arbitrarias, injustas o desproporcionadas entre mujeres y 
hombres en razón de su sexo o género, tanto en el acceso a la justicia, como en 
los procesos y las resoluciones judiciales.

Además, el Comité formula recomendaciones sobre cualquier cuestión que afecte a las 
mujeres y a la que, a su juicio, los Estados partes deban prestar más atención.

Hasta diciembre de 2024, el Comité ha adoptado 40 recomendaciones generales. La 
lista completa de las recomendaciones generales definitivas está disponible en la base de 
datos, con documentos de apoyo sobre las recomendaciones generales más recientes5.

4   Sentencia recaída en el amparo directo en revisión 2655/2013, 6 de noviembre de 2013, p. 69, en: https://
bj.scjn.gob.mx/doc/sentencias_pub/KTEG3ngB_UqKst8oboJz/%22Amparo%20Directo%20En%20Revisi%C3%B3n%20
2655/2013%22

5   ONU, Recomendaciones Generales de CEDAW, en: https://www.ohchr.org/es/treaty-bodies/cedaw/general-
recommendations
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2.	 Sistema Interamericano
La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-

cia contra la Mujer, conocida como la Convención Belém do Pará, obliga a las au-
toridades judiciales a contar con procedimientos legales justos y eficaces en los 
casos de violencia contra las mujeres, la cual establece: 

Artículo 4. Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección 
de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos 
regionales e internacionales sobre derechos humanos (…) 
Artículo 5. Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos 
consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos huma-
nos (…) 

En la sentencia del caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México,6 la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos -en adelante Corte IDH considera que, en 
los casos de violencia contra las mujeres, el artículo 7 de la Convención Belém 
Do Pará, impone “obligaciones reforzadas” al Estado en cuanto al deber de debida 
diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres. 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, es un instrumento in-
ternacional ratificado por México desde 1981, el cual busca salvaguardar los dere-
chos de libertad, justicia y paz, conforme a los principios enunciados en la Carta 
de las Naciones Unidas 

Un ejemplo de caso de perspectiva de género en el que se utilizó este instrumento 
internacional, fue el de LNP vs Argentina7, que determinó la violación al derecho consa-
grado en el Artículo 14, inciso 2 f, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos, derivado del derecho de asistencia de un intérprete, en el que se estableció que, si 
no se comprende o no habla el idioma el empleado, realizando el tribunal en este sen-

6   Corte IDH,  González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México, Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas, en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_205_esp.pdf

7   Caso LNP: Discriminación por género en el sistema de justicia en casos de violencia sexual, en: https://cladem.
org/archivos/biblioteca/casos/caso-lnp-publicacion.pdf
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tido, un ejercicio de transversalización, ya que la víctima era una mujer, adolescente, 
indígena, que había sido violada por tres hombres criollos, sin que en su proceso estu-
viera asistida por un intérprete, por lo que no fue posible que el órgano jurisdiccional 
conociera correctamente el hecho narrado por la víctima, así como dar paso a una 
serie de contradicciones en su testimonio.

La importancia del ámbito internacional radica en que, como parte integradora 
de la obligación de quienes imparten justicia, no debe perderse de vista la apli-
cación de  estos instrumentos en materia de derechos humanos en cuanto más 
beneficien a las personas, sobre la base de que forman parte del marco constitu-
cional ya que permite la transversalización y la plena protección de todos y todas 
ante la ley. Así lo visibiliza la Corte IDH.

•	 Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile8 
123. Los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley, y por ello, están 
obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuan-
do un Estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención Americana, 
sus jueces, como parte del aparato del Estado, también están sometidos a ella, lo que 
obliga a velar [por que] los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean 
mermadas por la aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio 
carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el poder judicial debe ejercer una es-
pecie de control de convencionalidad entre las normas jurídicas internas que aplican 
en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. En esta 
tarea, el Poder Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete última de 
la Convención Americana.

B.	 NIVEL NACIONAL
Como hemos mencionado, México, a raíz de la reforma constitucional de 2011 
refuerza su marco normativo en pro a la protección de los derechos de las mu-
jeres,  a través de los convenios y tratados internacionales se elevan a rango 

8   Corte IDH,  en Almonacid Arellano y otros vs. Chile, en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_154_
esp.pdf
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constitucional, destacando la CEDAW y otros tratados internacionales en materia 
de derechos humanos relativos a la protección de los derechos de este grupo en 
situación de vulnerabilidad, dado su carácter obligatorio. 

En el ámbito nacional contamos además con diversas leyes cuyo fin primordial 
es erradicar la violencia, generar escenarios de igualdad, y fomentar planes para 
el óptimo desarrollo de todas las mujeres en el país, de manera sólo enunciativa 
tenemos las siguientes: 

•	 Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres
Fue aprobada en el año 2006 y propició uno de los primeros cimientos para 
avanzar en la incorporación de la perspectiva de género a nivel nacional. Su 
objetivo es regular y garantizar la igualdad de oportunidades y de trato en-
tre mujeres y hombres, así como, proponer los lineamientos y mecanismos 
institucionales que orienten a la Nación hacia el cumplimiento de la igual-
dad sustantiva en los ámbitos públicos y privados.9 

•	 Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia
Aprobada en 2007, como respuesta a la demanda de las mujeres en Ciudad 
Juárez, que hicieron visible la violencia feminicida que atravesaban. Esta-
blece los lineamientos jurídicos y administrativos con los cuales el Estado 
mexicano debe prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las muje-
res, así como los principios y modalidades para garantizar su acceso a una 
vida libre de violencia que favorezca su desarrollo y bienestar conforme a 
los principios de igualdad y no discriminación, así como para garantizar la 
democracia, el desarrollo integral y sustentable que fortalezca la soberanía 
y el régimen democrático  en términos de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.10

9   Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, 2006, Artículo 1, en: https://www.diputados.gob.mx/
LeyesBiblio/pdf/LGIMH.pdf

10   Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 2007, artículo 1, en: https://www.diputados.
gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdf
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•	 Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
La jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación -en 
adelante SCJN-, es obligatoria para los Plenos Regionales, los Tribunales Co-
legiados de Circuito y Tribunales Colegiados de Apelación, así como los Juz-
gados de Distrito, los tribunales militares y judiciales del orden común de 
los Estados y de la Ciudad de México, así como los tribunales administrati-
vos y del trabajo, tanto locales como federales. 

Sobre el tema existen diversas jurisprudencias que fortalecen el marco 
normativo mexicano en la aplicación de la perspectiva de género, por ejemplo: 

ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA 
JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. 1a./J. 22/2016 (10a.). Del reconocimiento 
de los derechos humanos a la igualdad y a la no discriminación por razones de 
género, deriva que todo órgano jurisdiccional debe impartir justicia con base en 
una perspectiva de género, para lo cual, debe implementarse un método en toda 
controversia judicial, aun cuando las partes no lo soliciten, a fin de verificar si 
existe una situación de violencia o vulnerabilidad que, por cuestiones de género, 
impida impartir justicia de manera completa e igualitaria. 

Para ello, la persona juzgadora debe de tomar en cuenta las siguientes 
consideraciones: 

I) 	 identificar si existen situaciones de poder que por cuestiones de género 
den cuenta de un desequilibrio entre las partes de la controversia; 

II) 	cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando cualquier este-
reotipo o prejuicio de género, a fin de visualizar las situaciones de desven-
taja provocadas por condiciones de sexo o género;

III)	en caso de que el material probatorio no sea suficiente para aclarar la 
situación de violencia, vulnerabilidad o discriminación por razones de gé-
nero, ordenar las pruebas necesarias para visibilizar dichas situaciones;

IV)	de detectarse la situación de desventaja por cuestiones de género, cuestio-
nar la neutralidad del derecho aplicable, así como evaluar el impacto dife-
renciado de la solución propuesta para buscar una resolución justa e iguali-
taria de acuerdo al contexto de desigualdad por condiciones de género;

V) para ello debe aplicar los estándares de derechos humanos de todas las 
personas involucradas, especialmente de los niños y niñas; y,
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VI) considerar que el método exige que, en todo momento, se evite el uso del 
lenguaje basado en estereotipos o prejuicios, por lo que debe procurarse 
un lenguaje incluyente con el objeto de asegurar un acceso a la justicia sin 
discriminación por motivos de género.
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En el Amparo Directo en Revisión 5999/2016, se señaló que: en el año 2015, la 
madre de un menor de edad —el cual no vivía con ella sino con su progenitor— 
decidió ir a la escuela a ver a su hijo, debido a que diversas personas le habían 
comentado que éste se hallaba descuidado, delgado y en evidente estado de des-
atención. Al corroborar lo anterior, la mujer decidió llevarse al niño con ella. En 
virtud de tales hechos, la mujer fue acusada del delito de sustracción de menores. 
Una vez seguida la causa penal se dictó sentencia absolutoria.

Inconforme, el Ministerio Público interpuso recurso de apelación, al cual se 
adhirió el padre del menor de edad como tercero interesado. Dicho recurso se 
resolvió en el sentido de revocar la sentencia de primera instancia, por lo que se 
dictó otra en la que se condenó a la mujer por el delito en comento, imponiendo 
la pena de prisión, una multa y la devolución del menor agraviado al progenitor.

Contra tal resolución, la mujer promovió juicio de amparo, y ante su negativa 
continúo con el proceso hasta llegar a la SCJN, que determinó: debía revocarse la 
sentencia impugnada para que el juzgador de amparo, partiendo de la obligación 
de las y los operadores de justicia de juzgar con perspectiva de género y, sobre la 
base del reconocimiento de la particular situación de desventaja en la cual histó-
ricamente se han encontrado las mujeres, determine si hay elementos objetivos 
que permitan identificar, si en el caso hubo una situación de violencia y discri-
minación y si ello impacta en la existencia del delito de sustracción de menores, 
por el que fue condenada la quejosa, y su plena responsabilidad. Lo anterior con-
siderando que la quejosa señaló haber sido objeto de violencia verbal y física por 
parte de su cónyuge, obligándola incluso a abandonar el domicilio conyugal y a 
su menor hijo, aunado a que también refirió que la conducta que se le imputa la 
hizo para proteger al niño. 
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♦  PRUEBAS PARA VISIBILIZAR EL CONTEXTO DE VIOLENCIA DE GÉNERO. LAS 
PERSONAS JUZGADORAS DEBEN ORDENAR SU DESAHOGO PARA DETERMINAR 
SI LA CONDUCTA ATRIBUIDA A LA PERSONA ACUSADA SE VERIFICÓ EN UN CON-
TEXTO DE VIOLENCIA POR RAZÓN DE GÉNERO11. 1a./J. 209/2023 (11a.). La Primera 
Sala de la SCJN afirmó en el amparo directo en revisión 6181/2016 que este méto-
do se aplica en materia penal cuando se acredita que la persona imputada vive en 
un contexto de violencia de género.

En ese sentido, existen elementos que invariablemente dan cuenta de la ne-
cesidad de ordenar la práctica de pruebas para visibilizar si la conducta de la 
persona acusada se desarrolló en un contexto de violencia de género, entre ellos 
se encuentran: la edad en que la persona coacusada conoció a su coacusado, la 
existencia de una relación sentimental entre ambos, la dependencia económica 
de la persona acusada respecto a su coacusado, las características de interseccio-
nalidad que concurran en la persona acusada y la denuncia de violencia de algún 
tipo en la relación.

Cuando las personas juzgadoras analizan un asunto en el que se presentan 
estos elementos se activa su obligación de verificar si los hechos materia de la 
acusación se revisaron en un contexto de violencia de género. En caso de que no 
cuenten con las pruebas suficientes, deben ordenar su práctica para esclarecer 
esta circunstancia. Para ello, la persona juzgadora deberá considerar: 

Ordenar las pruebas pertinentes para la detección de violencia, que pueden 
incluir –sin que sea una lista exhaustiva:

11   Hechos: Una mujer tenía una relación de concubinato con un hombre; entre ambos existía una diferencia 
de cuarenta y dos años. Ella desempeñaba labores de cuidado de los dos hijos que tuvieron en común y laboraba en 
los negocios que eran propiedad de su concubino, quien le proporcionaba una remuneración económica a cambio. 
En este contexto, la Fiscalía acusó a la mujer de formar parte de una organización liderada por su concubino, que 
se dedicaba al tráfico de personas en situación migratoria irregular provenientes de países asiáticos y del Medio 
Oriente para llegar a los Estados Unidos de América. A ella se le atribuyó el hecho de obtener información de esas 
personas, coordinar su recepción en el aeropuerto y entregar dinero a una diversa persona que les proporciona-
ba documentación migratoria apócrifa. Por estos hechos, la pareja de concubinos fue sentenciada en primera y 
segunda instancias por delincuencia organizada y por operaciones con recursos de procedencia ilícita. La mujer 
promovió juicio de amparo directo y argumentó que sufrió violencia psicológica y económica por parte de su con-
cubino y ello condiciona su actuar en los hechos por los que fue sentenciada. El Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento negó el amparo, sin aplicar la perspectiva de género; inconforme con lo anterior, la quejosa inter-
puso recurso de revisión.
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•	 Peritajes psicológicos,
•	 Peritajes físicos, y
•	 Peritaje psicosocial el cual “se centra en la experiencia de las personas afec-

tadas por violaciones a los derechos humanos, mediante el cual se anali-
zará el entorno psicosocial [de la mujer] así como de las circunstancias y el 
medio en que se desenvuelve”. 

♦  JUZGAR SIN ESTEREOTIPOS DE GÉNERO. LAS PERSONAS JUZGADORAS DEBEN 
ABSTENERSE DE USAR FRASES O EXPRESIONES QUE ENTRAÑEN ESTEREOTIPOS, 
YA QUE ESTE PROCEDER TIENE EL POTENCIAL DE MENOSCABAR EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA.12 1a./J. 62/2024 (11a.) En el Amparo directo en revisión 
1350/2021, se precisó que la labor jurisdiccional y las decisiones judiciales deben 
estar libres de expresiones discriminatorias basadas en estereotipos y prejuicios 
de género, ya que estas ideas tienen la capacidad de distorsionar las percepcio-
nes y dar lugar a resoluciones subjetivas basadas en creencias preconcebidas y 
mitos sobre cómo deberían ser o cómo deberían comportarse las personas según 
su género, creando expectativas que, de no cumplirse, parecen merecer cierto re-
proche legal.

Esta situación puede comprometer la imparcialidad y la integridad del siste-
ma de justicia, lo que impacta en el derecho de todas las personas a acceder a la 
justicia en condiciones de igualdad y sin discriminación, especialmente, de las 

12   Hechos: El padre de una persona menor de edad solicitó la pérdida de la patria potestad porque la madre 
incumplió reiteradamente el régimen de convivencias que mantenía con su descendiente. Al dar contestación a 
la demanda, la madre expresó que se abstuvo de visitar a su hija porque tenía que interactuar con el padre de la 
niña, quien ejercía violencia familiar en su contra. El Juez familiar concluyó que la señora no podía alegar este 
tipo de violencia porque nunca estuvo casada ni fue concubina del padre de su hija, de modo que no encuadraba 
en alguno de los supuestos previstos en el artículo 323 Quáter del Código Civil de la Ciudad de México, por lo que, 
al no haber demostrado una causa justificada para incumplir con el régimen de convivencias, declaró la pérdida 
de la patria potestad. Esta decisión fue confirmada por la Sala de apelación, en cuyo estudio utilizó expresiones 
discriminatorias y estereotipadas al concluir que “el verdadero amor de una madre es más fuerte que el temor a 
cualquier situación que pudiera presentarse”. En contra de esta determinación, la madre presentó una demanda 
de amparo directo en la que reclamó la inconstitucionalidad del referido artículo por considerar que transgredía 
su derecho a la igualdad y no discriminación, al impedirle alegar que su expareja ejercía este tipo de violencia en 
su contra. El Tribunal Colegiado negó el amparo, ya que a su parecer “no era creíble que la quejosa tuviera miedo 
de que su expareja ejerciera violencia en su contra”. Esa resolución fue impugnada por la quejosa a través de un 
recurso de revisión en el que planteó que el órgano colegiado no observó el deber de juzgar con perspectiva de gé-
nero, ya que su resolución se basó en consideraciones subjetivas que la revictimizaron.
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mujeres, niñas y personas de la diversidad sexo-genérica, pues son quienes his-
tóricamente han sufrido la discriminación y exclusión derivadas de la construc-
ción cultural de la diferencia sexual.

En consecuencia, las personas juzgadoras deben abstenerse de utilizar en sus 
resoluciones cualquier frase o expresión fundada en algún estereotipo o prejuicio 
de género que pueda desestimar la situación de violencia que vive una mujer por 
parte de su expareja y padre de sus hijos o hijas, ya que los órganos jurisdiccio-
nales tienen el deber de erradicar tanto las causas como las consecuencias de la 
violencia de género, evitando el uso de aquello que motiva la violencia o que se 
instituye como una forma de justificarla, y que termina por obstaculizar su dere-
cho de acceder a la justicia en condiciones de igualdad.

Es así que, la aplicación de la perspectiva de género en el ejercicio argumen-
tativo de quienes imparten justicia, garantiza el derecho a la igualdad y se ma-
nifiesta como un principio fundamental en la búsqueda de soluciones justas. En 
este sentido, se abordará cada uno de los puntos focales en la aplicación de esta 
metodología13 para juzgar con perspectiva de género. 

La interseccionalidad como pilar de la aplicación de la perspectiva de género 
La interseccionalidad constituye uno de los aspectos fundamentales en la tarea 
de juzgar con perspectiva de género, tomando en cuenta la estrecha conexión 
entre los derechos que pueden verse afectados en una situación concreta no solo 
bajo el enfoque de derechos humanos, particularmente en lo que atañe a las mu-
jeres, ocurre cuando en una sola persona y situación convergen de manera si-
multánea paralela o alterna el entrecruzamiento de diversas afectaciones a sus 
derechos con motivo de su edad, su género, nacionalidad, clase social, entre otros 
a través de  los cuales pueden llegar a ejercerse relaciones de abuso de poder bajo 
la historicidad de la violencia en cualquiera de sus formas y modalidades lo que 
se pone de manifiesto no solo desde un aspecto social y/o político sino también de 
acceso a la justicia, lo que obliga a no pasar por alto estos factores y considerarlos 

13   Esta obligación exige cumplir los seis pasos antes mencionados, que pueden resumirse en la necesidad de 
detectar posibles situaciones de desequilibrio de poder entre las partes como consecuencia de su género, seguida 
de un deber de cuestionar la neutralidad de las pruebas y el marco normativo aplicable, así como de recopilar las 
pruebas necesarias para visualizar el contexto de violencia o discriminación, y finalmente resolver los casos pres-
cindiendo de cualesquiera cargas estereotipadas que resulten en detrimento de mujeres u hombres.
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en el despliegue analitico del caso, para determinar la posición de ventaja o des-
ventaja de la persona, es así que la interseccionalidad se constituye como una 
herramienta dentro del mecanismo de juzgar con perspectiva de género, que per-
mite visibilizar todos aquellos aspectos de derecho y áreas de oportunidad que 
permitirá lograr  un equilibrio entre las partes.

Desde un punto de vista dogmático el término “interseccionalidad” fue pro-
puesto por Kimberlé Crenshaw14 para referirse a los análisis que consideran la 
multiplicidad de opresiones y relaciones de poder que se cruzan y modifican de 
forma particular la experiencia personal y colectiva cotidiana.

Los efectos del género y sus intersecciones se advierten en todos los ámbitos 
sociales; por este motivo, las expectativas y valoraciones sociales vinculadas con 
la identidad por sexo, género y orientación/preferencia sexual se cruzan con las 
de otras categorías de clasificación social y tienen consecuencias en las relacio-
nes personales.

Un análisis interseccional requiere el conocimiento del alcance e implicacio-
nes de las categorías identitarias y del contexto de las personas, tomar en cuenta 
estos llevará a un mejor conocimiento en cada caso y determinará el impacto que 
puede tener el cruce de categorías en el ejercicio de poder, una forma de ejempli-
ficar la transversalidad y su manejo es el  “Círculo del privilegio” posible o real.

El primer círculo más cercano al núcleo evoca las características de la persona  
universal.

La asimetría de poder, por lo tanto, la desventaja en que se encuentra una per-
sona será mayor conforme confluyen en una sola entidad más categorías que se 
alejan de ese primer círculo y que reciben menos valor o reconocimiento en la 
sociedad. Mientras más lejos, menos posibilidades de que la persona ejerza sus 
derechos en condiciones de igualdad.

14   Véase, Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva, Interseccionalidad para principiantes, 
en: http://dgrh.salud.gob.mx/AcercaDe/CH%20Interseccionalidad%20para%20principiantes.pdf
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“Círculo del privilegio”15

15   Consejo de la Judicatura Federal/ONU Mujeres, “Perspectiva de Género como herramienta transformado-
ra. Módulo 2”, en: https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/OpenLMS/SegundaGeneracion/m1/u6/views/u3/2.html
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Referencias de interseccionalidad encontramos en:
•	 CIDH, Caso Jessica Lenahan (Gonzales) y otros vs. Estados Unidos, Informe Nº 

80/11, 21 de julio de 2011. 
113. La Comisión también ha reconocido que ciertos grupos de mujeres padecen dis-
criminación [con] base [en] más de un factor a lo largo de su vida, en virtud de su corta 
edad, su raza y su origen étnico, entre otros, lo que aumenta su riesgo de sufrir actos 

de violencia. 

(En el mismo sentido: CIDH, Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violen-
cia en las Américas, OEA/Ser.L/V/II, Doc. 68, 20 de enero de 2007, párrs. 195-197; 
CIDH, Caso Claudia Ivette González y otros, México, Informe 9 de marzo de 2007, pá-
rrs. 251-252). 

•	 Corte IDH, Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, Sentencia de 31 de agosto de 
2010.

123. Desde el inicio del caso, hace ocho años, se ha enfrentado a un sistema de admi-
nistración de justicia que no funcionó para ella, mujer, indígena y niña. La falta de es-
clarecimiento de los hechos y la consecuente impunidad acentúan la discriminación, 
la subordinación y el racismo contra la presunta víctima. La respuesta estatal brinda-
da a la señora Rosendo Cantú le ha generado perjuicios emocionales y constituye una 
humillación y degradación violatorias del derecho a la integridad personal y a su vida 
privada. Además, la impunidad en casos de violencia por razones de género somete 
a las víctimas a un nivel especial de violencia, peligro, miedo y restricciones en sus 

actividades.

•	 Corte IDH, Caso Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador, Sentencia de 1 de septiem-
bre de 2015.

288. La Corte nota que ciertos grupos de mujeres padecen discriminación a lo largo de 
su vida con base en más de un factor combinado con su sexo, lo que aumenta su riesgo 
de sufrir actos de violencia y otras violaciones de sus derechos humanos. 
[...]
290. La Corte nota que en el caso de Talía confluyeron en forma interseccional múl-
tiples factores de vulnerabilidad y riesgo de discriminación asociados a su condición 
de niña, mujer, persona en situación de pobreza y persona con VIH. La discriminación 
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que vivió Talía no sólo fue ocasionada por múltiples factores, sino que derivó en una 
forma específica de discriminación que resultó de la intersección de dichos factores, es 
decir, si alguno de dichos factores no hubiese existido, la discriminación habría tenido 
una naturaleza diferente. 

(En el mismo sentido: TEDH, Caso B.S. vs. España, Sentencia de 24 de julio de 2012, 
párr. 62)

•	 Comité CEDAW, Caso Isatou Jallow vs. Bulgaria, Dictamen de 23 de julio de 
2012 

8.2. A diferencia de la petición de su marido con arreglo a la Ley de protección contra 
la violencia doméstica, que sí se tramitó debidamente, en su caso, las autoridades del 
Estado parte no actuaron con la diligencia debida para darle una protección efectiva y 
tener en cuenta su situación de vulnerabilidad, al ser una migrante analfabeta con una 
hija pequeña, que no sabía hablar búlgaro ni tenía parientes en el Estado parte.

El llamado intercriminis del delito de trata de personas es muy ilustrativo en un 
ejercicio de análisis interseccional ya que durante su desarrollo se actualizan 
circunstancias, generales y particulares de carácter cultural, como estereotipos 
de género que además se conjuntan con aspectos de vulnerabilidad, latente, que 
para la realización de las conductas típicas resultan de sumo interés pues valien-
dose de todos estos factores se  lleva a cabo la captación, de mujeres jovenes ni-
ñas que con regularidad ingresan a las redes sociales y ciertas redes del tráfico 
debido a su género, marginalidad social y económica, lo cual las coloca en una 
situación de mayor riesgo que las hace más vulnerables a tratos discriminato-
rios de tipo racial e incluso sexual. Aunado a que el delito de trata de personas en 
gran medida  involucra a mujeres extranjeras.

Las personas indígenas son un sector de la población identificado como grupo 
en situación de vulnerabilidad, pues cotidiana y reiteradamente son víctimas de 
violaciones a sus derechos humanos, por explotación y discriminación; sin em-
bargo, esto se agudiza aun más cuando se trata de una mujer, donde la situación 
de riesgo aumenta, de acuerdo a la diversificación de las formas en las que pue-
den ser violentadas, de acuerdo a su edad, usos costumbres dependencia emo-
cional sentimientos de culpa o verguenza, todo lo que como se verá más adelante 
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debe valorar y ponderar la persona juzgadora evitándo la afirmación de todos es-
tos fáctores, para  la emisión de una resolución justa. 

Ejemplos de instrumentos internacionales que pueden ser aplicados en aspec-
tos de interseccionalidad: 

Niña indígena •	 Convención sobre los derechos del niño.
•	 Declaración de las Naciones Unidas sobre 

los pueblos indígenas.

Mujer migrante •	 Convención sobre la nacionalidad de la 
mujer.

•	 Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares

Adolescente con discapacidad •	 Convención sobre los derechos de las per-
sonas con discapacidad.

•	 Convención sobre los derechos del niño.

Mujer persona mayor •	 Convención interamericana sobre la pro-
tección de los derechos humanos de las 
personas mayores. 

•	 Convención Interamericana para pre-
venir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer

Mujer privada de la libertad em-
barazada

•	 Convención contra la tortura y otros tra-
tos o pernas crueles, inhumanos o degra-
dantes.

•	 Reglas de Brasilia
•	 Convención sobre la Eliminación de To-

das las Formas de Discriminación contra 
la Mujer

•	 Opinión consultiva OC-29/22 

Adolescente mujer trans •	 Principios de Yogyakarta.
•	 Convención sobre los derechos del niño.
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CAPÍTULO 2
¿CÓMO JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO?

I.	 CONTEXTO
El análisis de contexto es primordial la aplicación de la perspectiva de género, ya 
que pretende visibilizar aquellas situaciones que colocan a las partes en una si-
tuación de vulnerabilidad, discriminación, violencia y/o desigualdad. 

El contexto tiene dos vertientes:

1.	 El contexto objetivo, se refiere al escenario generalizado que enfrentan cier-
tos grupos sociales que, en el caso de las mujeres, se encuentra ligado con la 
opresión sistemática que viven todos los días.

Aspectos a considerar  para identificar el contexto objetivo
•	 Lugar y momento en el que acontecieron los hechos, ya que se permitirá co-

nocer si se trata de una situación aislada o sistemática en el espacio y tiem-
po determinados y/o si ha sido un hecho continuo.

•	 Analizar si el género de las partes influyó en que los hechos sucedieran 
de cierta manera, que si hubieren presentado otras características hubiera 
sido distinto. 

•	 Datos estadísticos de la violencia que se perpetró 
•	 Identificar si la controversia tiene relación con otro tipo de problemática so-

cial (interseccionalidad) 

2.	 El contexto subjetivo, atiende a la situación o características particula-
res de una persona o grupo de personas que se encuentran involucradas en la 
controversia.
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Aspectos para identificar el contexto subjetivo
•	 Establecer la identidad de las partes involucradas (género, sexo, expresión 

de género, orientación sexual, origen étnico, religión, nacionalidad, edad, 
nivel educativo, condiciones laborales, migratorias, estado de salud, nivel 
socioeconómico, entre otras).16

•	 Observar la relación entre las partes, a fin de visibilizar si existía una re-
lación asimétrica y de existir, determinar de qué tipo se está dando esta 
subordinación y/ o dependencia (económica, emocional, etcétera.) 

•	 Identificar si existían anteriormente hechos o pruebas que advierten con-
ductas que puedan constituir violencia, y de ser así; determinar qué tipo 
de violencia se presenta y en qué ámbitos sucede. 

•	 Evaluar si los hechos se relacionan con roles y estereotipos de género, y/o 
el actuar de las partes se vincula con cargas sociales impuestas. 

Es así que da inicio el proceso de la efectiva aplicación de la perspectiva de gé-
nero; ya que permite a las personas juzgadoras identificar si existen situaciones 
de discriminación, violencia o desigualdad, para así tener amplia información 
y poder resolver de forma imparcial, y con pleno cumplimiento al principio de 
igualdad y no discriminación. 

Los casos de violencia contra las mujeres deben analizarse dentro del con-
texto existente y no de manera aislada:

•	 TEDH, Caso A. vs. Croacia17, Sentencia de 14 de octubre de 2010 
76. En línea con este principio, el Tribunal también es conocedor de que son las auto-
ridades nacionales las que deben organizar su sistema legal de forma que cumplan 
con las obligaciones positivas establecidas en el Convenio, y que en este respecto, 
por supuesto, es posible instruir procedimientos penales separados contra el mis-
mo acusado respecto de diferentes delitos que impliquen a la misma víctima. Sin 
embargo, en una circunstancia tal como la del presente caso, donde los diferentes 
conjuntos de procedimientos penales y por delitos leves implican una serie de actos 

16   Se debe tener en cuenta si existió algún otro factor que aumenta el estado de vulnerabilidad de la víc-
tima, como que el agresor fuera integrante del ejército o algún cuerpo policial, o que la víctima se encontrara 
detenida o bajo custodia de agentes del Estado cuando se cometieron los hechos.

17   Asunto A. C. CROACIA (Demanda nº 55164/08), en: https://www.mjusticia.gob.es/va/AreaInternacional/TribunalEuro-
peo/Documents/1292429108404-Sentencia_A_v_Croacia_2.pdf.PDF
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violentos ejercidos por la misma persona, B, y contra la misma víctima, la demandan-
te, parece que el requerimiento de protección efectiva del derecho de la demandante 
al respeto por su vida privada habría sido satisfecho mejor si las autoridades hubieran 
estado en posición de ver la situación como un conjunto. Esto les hubiera dado un pun-
to de vista más completo de la situación y la oportunidad de hacer frente, de la forma 
más apropiada y más rápida, a la necesidad de proteger a la demandante de varios 
tipos de violencia. 

•	 Corte IDH, Caso González y otras vs. México18

112. La controversia planteada exige que la Corte analice el contexto que rodeó a los 
hechos del caso y las condiciones en las cuales dichos hechos pueden ser atribuidos al 
Estado y comprometer, en consecuencia, su responsabilidad internacional derivada de 
la presunta violación de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, en relación 
con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 7 de la Convención Belém do Pará. 
368. No obstante, el Tribunal considera que a pesar de que la individualización de las 
investigaciones puede, en teoría, incluso favorecer el avance de las mismas, el Estado 
debe ser consciente de que éstas se enmarcan dentro de un contexto de violencia con-
tra la mujer. Por ende, debe adoptar las providencias que sean necesarias para verificar 
si el homicidio concreto que investiga se relaciona o no con dicho contexto. La inves-
tigación con debida diligencia exige tomar en cuenta lo ocurrido en otros homicidios 
y establecer algún tipo de relación entre ellos. Ello debe ser impulsado de oficio, sin 
que sean las víctimas y sus familiares quienes tengan la carga de asumir tal iniciativa.

Para ello, la SCJN establece en el AR398/202319, que el análisis de vulneración al 
principio de igualdad debe efectuarse a partir de la comprobación de la actuali-
zación de los siguientes supuestos:

a) Verificación de la existencia de una diferencia de trato entre individuos o 
grupos que se encuentran en una situación comparable;

b) De existir esa situación comparable debe valorarse si la precisión legislati-
va obedece a una finalidad legítima, objetiva y constitucionalmente válida; 

18   Véase  op.cit. Corte IDH,  González y otras vs México

19   SCJN, AR 398/2023, Párrafo 40. 
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c) De reunirse ambos requisitos habrá de corroborarse si la distinción consti-
tuye un medio apto y adecuado para conducir al fin u objetivo que el legis-
lador pretende alcanzar, es decir, si existe una relación de instrumentalidad 
entre la medida clasificatoria y el fin pretendido; y, 

d) De actualizarse las tres condiciones citadas, se requiere, además, que la 
configuración legal de la norma no origine una afectación desproporciona-
da o desmedida de los bienes y derechos constitucionalmente protegidos.

A fin de identificar de forma más sencilla la importancia de visibilizar el contexto 
de desigualdad, se presentan una serie de preguntas y diversos ejemplos. Ejem-
plo 1: Amparo en Revisión 1284/201520

[…]
(…) Karla del Carmen Pontigo Lucciotto se desempeñaba como edecán en un bar (…).
61 (…) En el caso, debe destacarse que la muerte de la víctima supone cierta participa-
ción –aún por determinar– de quien era su patrón, y que ésta justamente ocurrió en el 
lugar del trabajo, donde el patrón de Karla del Carmen Pontigo Lucciotto mantenía una 
importante esfera de influencia no sólo sobre ella, sino sobre la escena.
[…]
152. (…) narró que Ricardo insistía en no pagar su salario a Karla del Carmen Pontigo 
Lucciotto en el lugar de trabajo y en horario laboral como al resto de sus compañeras 
edecanes. También señaló que Ricardo acudió varias veces al otro lugar donde trabaja-
ba Karla del Carmen Pontigo Lucciotto y solicitaba que fuera ella quien le atendiera. (…)
[…]

Ejercicio: preguntas para visibilizar el contexto 

Preguntas Respuesta en el caso en específico

¿El lugar en el que se dan los hechos genera una 
situación de vulnerabilidad a una de las partes? 

Sí, el dueño del local, donde suceden los hechos, 
es Ricardo, por lo que pone en una situación de 
vulnerabilidad a la víctima. 

20   La sentencia integra puede consultarse en el siguiente enlace: https://www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/
sites/default/files/sentencias-emblematicas/sentencia/2020-12/AR%201284-2015_0.pdf
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¿Existe una relación familiar, de intimidad, in-
terpersonal, comunitaria, laboral, educativa, 
que vincula a las partes? 21

Sí, entre la víctima y el acusado existía una re-
lación laboral.

¿Hay antecedentes de violencia entre las partes? Sí, la víctima sufría de violencia económica, 
porque la víctima era controlada a través del 
pago de su salario.

Elementos que muestran que el órgano jurisdiccional tomó en cuenta el hecho 
de que existía una relación laboral entre la víctima y “Ricardo” (la persona agre-
sora), lo que la colocaba en una situación de desventaja por las siguientes razones:

Él se encontraba en una situación de poder frente a ella al controlar diversas 
decisiones en el lugar de los hechos por ser “el patrón”, “quien pagaba” y “quien 
administraba el lugar del trabajo de ella”. “controlaba lo que sucedía en el lugar 
de los hechos” y “tenía acceso a todo lugar de los hechos: incluyendo las cámaras 
de seguridad”.

Las personas que trabajaban en el bar estarían bajo la influencia de él por te-
mor a perder su trabajo o a recibir represalias (por hacer o decir algo).

Ella, desde tiempo antes al hecho, sufría violencia económica debido a que su 
agresor la condiciona con el pago de su salario 

Estructuralmente era víctima de estereotipos por ser una mujer que trabajaba 
en un bar.

Ejemplo 2: Disolución de contrato de comodato (AD D.C. 338/2022)
[…] Máxime que de las constancias que este tribunal ha podido revisar, respecto a la 
controversia del orden familiar en cuestión, se advierte como hecho no controvertido 
que dicha tercera es de nacionalidad húngara y no habla de manera fluida el idioma 
español, lo cual permite advertir también otras barreras que robustecen su situación 
de dependencia frente al demandado [concubino de la mujer de nacionalidad húngara] 
e incluso la familia [el padre del concubino era dueño de un despacho jurídico; despa-
cho que representaba al demandado] de éste, toda vez que denota la dificultad para 

21   Mujeres víctimas de desplazamiento forzado, trata de personas, discriminación y violencia contra la mu-
jer, derechos sexuales y reproductivos, derecho al trabajo y a la seguridad social, derecho a la participación políti-
ca, abuso sexual y/o laboral, pornografía, proxenetismo, feminicidio, etcétera. (Ver: Anexo A) Matriz de derechos 
de género). 
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considerar que ella cuenta con alguna red de apoyo propia y que pudiere estar en apti-
tud de conseguir algún empleo u otra labor remunerada que le permitiera proveerse y 
proveer a sus menores hija e hijo de ingresos propios. […]

Ejercicio: preguntas para analizar el contexto 

Preguntas Respuesta en el caso en específico

¿Subyace entre las personas una rela-
ción asimétrica de poder?22

Sí, por el nivel económico de las partes y la tercera inte-
resada, porque la mujer es extranjera y no habla bien el 
español; hecho que le impide comprender el proceso jurí-
dico en México. Aunado a que la tercera interesada conta-
ba con representación pública y las partes del contrato de 
comodato eran abogados con representación particular.

¿Existe un patrón de dependencia eco-
nómica, social o emocional significa-
tivo?

Sí, el hombre siempre se hizo cargo de los gastos del ho-
gar, la mujer nunca trabajó durante su estancia en México. 

¿Alguna de las partes ha sido forzada 
a hacer algo?

En este caso, a través de la disolución de contrato de con-
cubinato, se pretende desalojar a la tercera interesada 
(mujer húngara) del domicilio en el que viven ella y sus 
hijos: le cortaron los servicios de luz y agua.

¿Son parte en el conflicto personas que 
han sido tradicionalmente discrimina-
das en virtud de las llamadas “catego-
rías sospechosas”?23

Sí, ya que se trata de una mujer extranjera y sus dos hi-
jos (por encontrarse en el grupo de niñas, niños y ado-
lescentes).

22   Asimetría: control inequitativo que se traduce en la dominación por una de las partes o condiciona el pa-
norama para un trato igualitario.

23   “IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. NOTAS RELEVANTES QUE EL OPERADOR DE LA NORMA DEBE CON-
SIDERAR AL EXAMINAR LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA MEDIDA A LA LUZ DE DICHOS PRINCIPIOS, FRENTE 
A LAS LLAMADAS “CATEGORIAS SOSPECHOSAS, A FIN DE NO PROVOCAR UN TRATO DIFERENCIADO O UNA DIS-
CRIMINACIÓN INSTITUCIONAL”. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que 
las distinciones basadas en alguno de los criterios enunciados en el último párrafo del artículo 1º. Constitucional, 
también conocidas como “categorías sospechosas” (el origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado 
civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos 
y libertades de las personas), requieren que el operador de la norma realice un escrutinio estricto de la medida 
para examinar su constitucionalidad a la luz del principio de igualdad. Al respecto, es de señalar que tanto la 
Constitución como los tratados internacionales en materia de derechos humanos suscritos por el Estado Mexica-
no, prevén la posibilidad de otorgar un trato desigual a quienes no se encuentran en una paridad frente a los otros 
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En esta sentencia, el Magistrado de la Primera Sala Civil del Tribunal Superior 
de Justicia de la Ciudad de México identificó situaciones que le permitieron obser-
var elementos de poder entre las partes firmantes de un contrato de comodato, 
con relación a una persona que acudió al proceso en calidad de tercera interesa-
da en juicio:

1.	 Una mujer (tercera interesada y concubina del comodatario) y sus dos hijos, 
frente a las partes del juicio civil denominado incumplimiento del contrato de co-
modato (comodante: abuelo de los hijos y padre del comodatario, y comodatario: 
su concubino, padre de sus hijos e hijo del comodante)

2.	 La disolución del contrato tenía como efecto se regresará la propiedad ma-
teria del comodato a su dueño (padre del concubino), inmueble en que únicamen-
te vivía la mujer (concubina-tercera interesada) y sus hijos. 

3.	 La nacionalidad de la mujer; en este caso, se convierte en una situación de 
desventaja por el desconocimiento del proceso jurídico en general y del idioma.

4.	 La mujer carece de una red de apoyo en el país, a diferencia de su concubino.
5.	 De la narrativa del caso se asume que la mujer de nacionalidad húngara 

nunca había trabajado durante su estancia en México.

Ejemplo 3: Sentencia Ganadora del concurso FIAT IUSTITIA (2020-2021)
Si bien la señora (…) reconoció de forma expresa recibir una pensión por viu-

dez de su ex cónyuge finado; no se debe soslayar, primero, que los derechos ali-
mentarios y/o compensatorios que nacieron en virtud del concubinato de las par-
tes, son independientes a los surgidos durante el ex matrimonio de la actora.

sujetos, si dicho trato implica una distinción justificada; pero si, por el contrario, la medida adoptada carece de 
razonabilidad, entonces será excluyente y, por ende, discriminatoria. Esto es, si bien la igualdad de trato implica 
la eliminación de distinciones o exclusiones arbitrarias prohibidas por la Constitución, lo cierto es que determi-
nadas distinciones pueden ser favorecedoras y encontrarse justificadas, como ocurre con las acciones positivas, 
que buscan dar preferencia a sectores históricamente marginados y vulnerables para compensar las desventajas 
que sufren. De ahí que la interpretación directa del artículo 1º. Constitucional, en torno al principio de igualdad, 
no solo requiere una interpretación literal y extensiva, sino que, ante su lectura residual a partir del principio pro 
persona, como aquella interpretación que sea más favorable a la persona en su protección, subyace como elemen-
to de aquel, el de apreciación del operador cuando el sujeto implicado forma parte de una categoría sospechosa, 
para precisamente hacer operativa y funcional la protección al sujeto desfavorecido con un trato diferenciado, de 
lo contrario, esto es, a partir de una lectura neutra ante supuestos que implican una condición relevante, como la 
presencia de categorías sospechosas, constituirá un vaciamiento de tal protección, provocando incluso un trato 
discriminatorio institucional, producto de una inexacta aplicación de la ley. 
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Ejercicio: preguntas para visibilizar el contexto 
En este caso, se realizó un análisis de contexto, que permitió visibilizar las si-

guientes situaciones: 

Preguntas Respuesta en el caso en específico

¿Existe alguna circunstancia que ponga en una 
situación de poder a una de las partes sobre la 
otra?

Si, en este caso existe un poder económico del 
concubino sobre su concubina, al haberse dedi-
cado preponderantemente al hogar.

¿Hay alguna situación que haga suponer el uso 
de estereotipos en el caso?

Sí, como parte de los argumentos del concubi-
no, se destacó el hecho de que la mujer es viuda, 
y que tiene dinero en razón de su pensión por 
viudez.

1.	 El concubino fue enfático a lo largo del proceso, pretendiendo hacer nugato-
rio el derecho a alimentos de su ex concubina, señalando varias veces que 
la madre de su hija “era viuda” y que “contaba con una pensión de viudez” 
generando estereotipos de la mujer. 

2.	 La disparidad económica de las partes quedó evidenciada, al ser la mujer la 
que a lo largo de todo el concubinato se dedicó al hogar y al cuidado de su 
hija, por lo que, en ese sentido, no tuvieron igualdad de oportunidades y de 
crecimiento económico.

3.	 Se tomó también en consideración que la concubina no contaba con bienes 
de su propiedad, por lo que, a razón de la disolución del concubinato, care-
cía de un lugar para vivir; así como que, a la fecha, se sigue haciendo cargo 
de su hija sola.

Ejemplo 4. Dos elementos del ejército contratan los servicios de una trabajadora 
sexual; al darse cuenta que es una persona transgénero, la privan de la vida el 
hecho que da origen a esta resolución:

[…] vio que su amiga, también mujer trans y trabajadora sexual; estaba forcejeando 
con un muchacho, que escuchaba su voz que decía suéltame y el sujeto le gritaba “te 
voy a matar maldito maricón”, luego, bajó corriendo del lado del copiloto, el sujeto que 
estaba en el asiento del copiloto bajó un pie, sacó la mano e hizo un disparo (…) le dio 
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un puñetazo en la cara con la mano en la que traía la pistola, le empezó a salir mucha 
sangre, trató de caminar y, justo donde estaba un macetero o jardinera de cemento, el 
sujeto la tiró, ella cayó de espaldas, comenzó a gritar, él se paró detrás de ella, le apun-
tó con el arma color negra y le disparó […]. 

Ejercicio: preguntas para analizar el contexto 
Preguntas Respuesta en el caso en específico

¿El relato de los hechos o en la información de 
las personas involucradas, se utiliza o se hace 
referencia a estereotipos o ideas preconcebidas 
que discriminan a alguna de las partes? 

Sí: se materializa al referir la amenaza  “te voy a 
matar maldito maricón”

¿Existe algún contexto generalizado de violen-
cia en el lugar y el momento de los hechos?

Informe que contiene la situación de los trasfe-
minicidios: “Por otro lado, también es indispensable 
tener presente que, de acuerdo con la Encuesta Na-
cional sobre Diversidad Sexual y de Género del INEGI 
(2021), un 26% de la población LGBTTI+ ha pensa-
do alguna vez en suicidarse y 14,2% lo ha intentado 
en alguna ocasión. De modo que, emprender acciones 
para que todas, todos y todes puedan acceder a una 
vida libre de discriminación es un asunto por priorizar 
en la agenda de la Ciudad de México.”24

¿Existen situaciones de poder entre la víctima 
y su agresor?

Sí, las personas agresoras son elementos del 
ejército mexicano

Este es un caso dentro del que fue relevante un análisis de contexto en los si-
guientes aspectos: 

1.	 El desconocimiento de los clientes respecto de que la persona contratada 
era una mujer trans lo que despertó sentimientos negativos que fueron los 
detonantes que provocaron la muerte de la mujer trans.

2.	 Los clientes portaban un arma de fuego.

24   COPRED, Informe de Acciones LGBTTTI+ 2023, pág.40, en: https://copred.cdmx.gob.mx/storage/app/media/
Informe_CD_Amigable_LGBTTTI_2023vf.pdf
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3.	 Se evidencia el uso de estereotipos al referirse a la víctima como “maricón” 
acepción denostativa para quienes no se identifican como hombres por su 
morfología biologica  

A mayor abundamiento, se sugiere consultar el caso de Vicky Hernández y otras vs 
Honduras:25

La noche del 28 de junio de 2009, Vicky Hernández se encontraba con dos compañeras 
en la vía pública de San Pedro Sula, durante la vigencia de un toque de queda que había 
sido decretado en el contexto del golpe de Estado de ese día. Una patrulla de policía 
habría intentado arrestarlas por lo que se dieron a la fuga y se perdieron de vista. Al día 
siguiente Vicky Hernández fue hallada sin vida con heridas por arma de fuego. Hasta 
el día de hoy su muerte no ha sido aclarada por las autoridades y el caso permanece 
impune.

25    Corte IDH, caso de Vicky Hernández y otras vs Honduras, en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_422_esp.pdf
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II.	 PREJUICIOS Y ESTEREOTIPOS DE GÉNERO RECURRENTES AL ANALIZAR CASOS DE 
VIOLENCIA POR CUESTIONES DE GÉNERO

El siguiente paso en la aplicación de la perspectiva de género tiene que ver con 
cuestionar los hechos y valorar las pruebas desechando estereotipos o prejuicios 
de género, a fin de visualizar las situaciones de desventaja provocadas por condi-
ciones de sexo26 o género27. 

¿Qué es un estereotipo de género?28

Es una visión generalizada o una idea preconcebida sobre los atributos o las 
características, o los papeles que se poseen o deberían poseer o desempeñar en 
específico las personas por la sola razón de su pertenencia al grupo social de mu-
jeres u hombres. Ya sean abiertamente hostiles (como “las mujeres son irracio-
nales”) o aparentemente benignos (“las mujeres son cariñosas”), los estereotipos 
perpetúan las desigualdades. Por ejemplo, la visión tradicional de las mujeres 
como cuidadoras significa que las responsabilidades del cuidado de las niñas y 
niños suelen recaer exclusivamente en ellas.

Además, los estereotipos de género agravados y cruzados con otros estereoti-
pos tienen un impacto negativo desproporcionado en ciertos grupos de mujeres, 
como las mujeres indígenas, las mujeres con discapacidad, las mujeres con un 
estatus económico bajo, las mujeres migrantes, entre otras.

26   Se refiere a la clasificación de una persona según tenga características sexuales femeninas, masculinas 
o intersexuales. Mientras que a los bebés se les suele asignar el sexo masculino o femenino al nacer basándose 
únicamente en el aspecto de su anatomía externa, el sexo de una persona es una combinación de una serie de ca-
racterísticas sexuales corporales.El sexo de una persona puede coincidir o no con su identidad de género. En un 
número cada vez mayor de países, las personas pueden cambiar el marcador de sexo de sus documentos de iden-
tidad, ¡El ABC del colectivo LGBTIQ+ es más fácil de lo que crees!, en: https://www.unfe.org/es/es/know-the-facts/definitions

27   Se refiere a las identidades, roles y atributos construidos socialmente y que una sociedad considera espe-
rados, apropiados y aceptables para alguien según su sexo y los conceptos sociales y culturales atribuidos a las 
diferencias biológicas basadas en el sexo. En resumen, el género es el conjunto de comportamientos, actividades 
y formas de expresión que la sociedad espera de las personas en función de su sexo. Estas expectativas varían se-
gún las sociedades, comunidades y grupos, así como a lo largo del tiempo, frecuentemente dan lugar a desigual-
dades, favoreciendo a los hombres y perjudicando a las mujeres y a otros géneros, lo que afecta negativamente a 
todos los miembros de la sociedad, ídem ¡El ABC del colectivo LGBTIQ+ es más fácil de lo que crees!

28   Estereotipos de género, El ACNUDH y los derechos humanos de las mujeres y la igualdad de género, en: 
https://www.ohchr.org/es/women/gender-stereotyping
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Es importante que las personas juzgadoras eviten y  eliminen este tipo de 
ideas pre concebidas y construidas en razón de la misoginia y el machismo es-
tructural, a fin de garantizar una impartición de justicia en igualdad de condicio-
nes para todas y todos. 

Ejemplo de estereotipos de género:
•	 No criminalizar la violación conyugal, ya que al existir un vinculo legal-

mente constituido se creé que el consentimiento al acceso carnal se so-
breentiende. Este estereotipo perpetua la idea de que las mujeres son pro-
piedad sexual de los hombres y como cónyuges o concubinas, les deben 
relaciones sexuales a sus parejas.29 

•	 No investigar, perseguir y condenar la violencia sexual contra las mujeres, 
creyendo que las víctimas de la violencia sexual estaban anuentes con los 
actos sexuales en función de ser “provocadoras”  por cómo se comportaban 
o por su trabajo, vestirse con faldas cortas, escotes o ropa ajustada, trabajar 
en un bar o ingerir bebidas alcohólicas. 

•	 Considerar que los actos de violencia perpetuados en contra de una mujer 
son hechos aislados y no como parte del fenómeno generalizado de violen-
cia contra las mujeres. 

•	 Asumir sin lugar a equivoco que las mujeres pueden fácilmente plantear 
una acusación por violencia o violación, poniendo en duda el testimonio de 
mujeres víctimas.30 

29   Ver art. 1o de la Declaración de Naciones Unidas sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, Reso-
lución Asamblea General ONU 48/104, 20/12/1993. A su vez, el art. 2 de la misma Declaración dispone: “Se entenderá 
que la violencia contra la mujer abarca los siguientes actos, aunque sin limitarse a ellos: a) La violencia física, sexual y sicológica 
que se produzca en la familia, incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violencia relacionada con la 
dote, la violación por el marido, la mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para la mujer, los actos 
de violencia perpetrados por otros miembros de la familia y la violencia relacionada con la explotación; b) La violencia física, 
sexual y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimida-
ción sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada; c) La 
violencia física, sexual y sicológica perpetrada o tolerada por el Estado, dondequiera que ocurra…”.

30   La Corte destaca la importancia de la declaración de la víctima sobre un hecho de violencia sexual:Cfr. 
Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 89, y Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333, párr. 248.
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•	 Considerar que la violencia física es la única sancionable, por lo que otras 
formas de violencia (psicológica, emocional, económica, sexual) hasta 
cierto grado dentro de una relación son inevitables y, por tanto, deben ser 
toleradas. 

Ilustra este aspecto el Caso I.V. vs. Bolivia donde el Tribunal Interamericano deter-
minó que la decisión de intervenir quirúrgicamente a I.V. para ligarle las trom-
pas de Falopio se basó en estereotipos de género. En particular, el médico suplió 
el consentimiento libre e informado de la víctima con base en el estereotipo que 
coloca a las mujeres como personas vulnerables e incapaces de tomar decisiones 
responsables sobre su salud reproductiva y planificación familiar. Esto se consi-
deró por la Corte IDH como un trato cruel, inhumano y degradante contrario a la 
dignidad de la víctima.31

Prohibición del uso de estereotipos de género en el sistema de justicia
Se ha hecho énfasis en la importancia de eliminar los prejuicios y estereotipos 

de género en las labores de investigación, persecución y sanción de los casos en los 
que mujeres son parte, es así que existen estándares internacionales y leyes nacio-
nales y locales que refuerzan la obligación de combatir los estereotipos de género. 

En el Caso Ramírez Escobar y otros vs. Guatemala, sobre la adopción internacional irregular 
de dos menores de edad que derivó de una presunta declaratoria de abandono, la Corte 
IDH destacó que los informes y el actuar de las autoridades se basó en estereotipos sobre 
los roles de género asignados a la madre y al padre de los menores que se dieron ilegal-
mente en adopción. Por ejemplo, indicaron que la señora no podría cumplir con su “rol mater-
nal” o “rol de madre”, sin especificar qué características atribuían a ese rol.32 Asimismo, 
las autoridades omitieron contactar a alguno de los padres de los niños, por asumir que 
la madre era quien tenía la responsabilidad principal de crianza y que el padre no podría ofrecer 
afecto y cuidado a sus hijos, lo cual denotaba un estereotipo machista.33 De igual manera, 
omitieron considerar a la abuela materna para hacerse cargo de los niños, debido a su orientación 
sexual, pues consideraron que podría transmitir “esos valores” a sus nietos.34

31   Ibidem, párr. 270.

32   Caso Ramírez Escobar y otros vs. Guatemala, 9 de marzo de 2018, párr. 296.

33    Ibidem, párrs. 297, 298.

34   Ibidem, párr. 301.
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A.	 ESTÁNDARES INTERNACIONALES
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer

Artículo 5:
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para modificar los patrones sociocul-
turales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios 
y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la 
inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres 
y mujeres;

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
Artículo 8(1)(b):
Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y ade-
cuadas para luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas en 
relación con las personas con discapacidad, incluidos los basados en el sexo y la edad, 
en todos los ámbitos de la vida.

El derecho a la igualdad y no discriminación previsto en otros tratados interna-
cionales de derechos humanos, como el Pacto de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales y la Convención sobre los Derechos del Niño, también se han inter-
pretado de modo que incluyan la discriminación y la desigualdad arraigadas en 
los estereotipos, incluidos los de género.

B.	 NIVEL NACIONAL
Ley General para la Igualdad entre mujeres y hombres 

Artículo 17.- La Política Nacional en Materia de Igualdad entre mujeres y hombres de-
berá establecer las acciones conducentes a lograr la igualdad sustantiva en el ámbito 
económico, político, saludable, social y cultural.
VI. Promover la eliminación de estereotipos establecidos en función del sexo;
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Evidencia de cómo los estereotipos pueden impactar: 

Tipos Ejemplos Reflejo en algunas prácticas

De sexo: centrados en 
los atributos y las di-
ferencias físicas y psi-
cológicas existentes 
entre hombres y mu-
jeres

Los hombres son más fuertes. 
Son impulsivos, necesitan usar 
fuerza física. 
Son racionales, saben negociar 
porque no son emocionales como 
las mujeres. 
Son firmes. 
Las mujeres son irracionales, sen-
sibles, emocionales, por lo tan-
to, deben ocuparse del hogar y la 
educación de los hijos. 

Prohibición de hecho o de derecho 
a trabajos que requieran fuerza fí-
sica, horarios nocturnos, manejo 
de armas de fuego. 
Los hombres ocupan los espacios 
públicos y de decisión. 
Las mujeres no saben negociar. Las 
mujeres son histéricas.

Roles de género: Com-
portamientos atribui-
dos y esperados de 
hombres y mujeres a 
partir de construccio-
nes sociales y cultura-
les o sobre su físico

En las familias, los hombres son 
los proveedores primarios y las 
mujeres quienes cuidan a los hi-
jos/as.
Las mujeres deben portarse como 
“damas” en todo momento, este 
término suele ser un sinónimo de 
abnegadas, calladas, obedientes. 

Los acuerdos en los matrimonios 
tienden a traer implícito que la 
mujer atiende el hogar indepen-
dientemente de que también tra-
baje, generando un escenario simi-
lar a una “doble jornada” 
Las mujeres deben comportarse, 
vestir y hablar de cierta forma, de 
lo contrario... 

Compuesto: aquel que 
interactúa con otros 
estereotipos de géne-
ro atribuyendo roles o 
características a gru-
pos diversos de mu-
jeres

Creer que las mujeres extranjeras 
o mujeres lesbianas no son bue-
nas madres.

Negar la posibilidad de adopción. 

Negar la custodia de hijos/as
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III.	 ORDENAR PRUEBAS QUE PERMITAN VISIBILIZAR SITUACIONES DE VIOLENCIA, VUL-
NERABILIDAD O DISCRIMINACIÓN POR RAZONES DE GÉNERO 

Tiene que ver con la obligación de las personas juzgadoras de ejercer una facul-
tad derivada de la metodología de juzgar con perspectiva de género consisten-
te en ordenar de oficio, pruebas cuando se crean pertinentes a fin de  visibilizar 
y/o corroborar situaciones de violencia, discriminación o vulnerabilidad, lo que 
constituye un aspecto novedoso, sobre todo, si consideramos los principios que 
rigen los sistemas de oralidad como el adversarial penal, donde la carga probato-
ria corre a cargo de las partes, quienes deberán convencer a la persona juzgadora 
de la veracidad de su teoría del caso, lo que incuestionablemente opera; no obs-
tante de acuerdo con esta regla (ordenar pruebas de oficio) es factible que ante 
una circunstancia que ponga de manifiesto durante el procedimiento, algún in-
dicativo de violencia asimetría o discriminación la persona juzgadora ordenará 
el recaudo de la prueba para constatar esta cuestión, sin que con esto genere 
un desequilibrio procesal en perjuicio de las partes intervinientes, toda vez se 
cuenta con el ejercicio del contradictorio, que garantizará el conocimiento y la 
igualdad de condiciones entre quienes actuan en calidad de sujetos procesales 
para argumentar sobre ese elemento o medio de prueba recabado por el órgano 
jurisdiccional  luego del cual se decidirá lo que corresponda. 

Esta obligación se concreta en dos niveles: 
1.	 La obligación de las personas juzgadoras de analizar las pruebas a fin de 

definir si se visibiliza alguna situación de vulnerabilidad, discriminación o 
violencia que deba atenderse.

2.	 Si el material probatorio no resulta suficiente, surge la obligación de alle-
garse de oficio de las pruebas necesarias para comprobar si está presente 
alguna situación de las antes referidas. 

Al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación aborda este aspecto en la 
jurisprudencia del rubro: PRUEBAS PARA VISIBILIZAR EL CONTEXTO DE VIOLEN-
CIA DE GÉNERO. LAS PERSONAS JUZGADORAS DEBEN ORDENAR SU DESAHOGO 
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PARA DETERMINAR SI LA CONDUCTA ATRIBUIDA A LA PERSONA ACUSADA SE 
VERIFICÓ EN UN CONTEXTO DE VIOLENCIA POR RAZÓN DE GÉNERO.35 

Hechos: 
•	 Mujer tiene una relación de concubinato con un hombre 42 años mayor que 

ella. 
•	 Se encargaba de las labores del hogar y los hijos. 
•	 El concubino es acusado de liderar una organización dedicada al tráfico de 

personas en situación de migración indocumentada.
•	 La mujer formaba parte de esta red, dentro de sus actividades se encontra-

ba: obtener información de las personas migrantes, coordinar recepciones 
en el aeropuerto y entregar dinero a una persona que conseguía documen-
tación migratoria apócrifa. 

•	 La mujer fue sentenciada por delincuencia organizada y por operaciones 
por recursos de procedencia ilícita. 

¿Qué dijo la Corte?
Resolvió que las personas juzgadoras fueron omisas respecto a su obligación de 
juzgar con perspectiva de género, ya que los actos perpetrados por la acusada se 
cometieron bajo un contexto de violencia, al soslayar que la acusada era una per-
sona en situación de vulnerabilidad debido a las siguiente circunstancias: 

•	 Ser una persona joven,
•	 Ser madre soltera 
•	 Tener un bajo nivel económico. 
•	 Tener una relación sentimental con el otro acusado, 
•	 Mayor que ella ya que tenía 42 años y
•	 Dependencia económicamente, al ser su concubino el líder de la organización36. 

Este contexto de desigualdad pudo ser visibilizado a través de las pruebas que 
el órgano impartidor de justicia estaba obligado a recabar para corroborar es-
tas condiciones, analizando su alcance y su impacto en la acreditación de los 

35  SCJN, en: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2027824

36  Al respecto, la Primera Sala afirmó en el amparo directo en revisión 6181/2016 que este método se aplica en 
materia penal cuando se acredita que la persona imputada vive en un contexto de violencia de género.
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elementos del delito, la posible existencia de una causa de justificación, una cau-
sa absolutoria, las formas de autoría o participación en el hecho, o en la indivi-
dualización de la pena. 

Este ejercicio si bien, es una facultad discrecional para las personas juzgado-
ras; se convierte en una obligación cuando alguna de las partes es una persona 
en situación de vulnerabilidad, ya que requiere que el órgano jurisdiccional lleve 
a cabo una protección reforzada, a fin de combatir las barreras que les impiden 
acceder a la justicia en condición de igualdad, y contextualizadas frente al resto, 
realizando acciones, como es en este caso. 

 Ejemplo: mujer indígena, sujeta a un proceso penal por la probable interven-
ción en la comisión del delito de secuestro.

Se le atribuyó ser quien proveyó alimentos a la víctima. Al declarar ante el Tribunal de 
Enjuiciamiento, refirió que preparó y dio alimentos a una persona, porque así le ordenó 
su esposo, y que en su comunidad (indígena); al casarse, debe obediencia a su marido, 
ya que de no cumplir con ello, sería disciplinada y repudiada por él, su familia y comu-
nidad. Frente a esta información, la persona juzgadora, de oficio, ordenó recabar una 
opinión técnica que ilustrara sobre la normatividad interna, usos y costumbres del 
pueblo indígena al que pertenecía. Allegado este medio de prueba, ordenó su desahogo 
y el control horizontal entre las partes, garantizando con ello el contradictorio pues 
argumentaron respectivamente sobre la prueba; y la persona juzgadora motivó su ac-
tuación sobre la base de la transversalización del enfoque de derechos humanos (por 
ser persona indígena) y en razón de género (por ser mujer), lo que en su oportunidad se 
ponderó para justificar la toma de decisiones.     
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IV.	 SI SE DETECTAN SITUACIONES DE DESVENTAJA POR CUESTIONES DE GÉNERO, CUES-
TIONAR LA NEUTRALIDAD DEL DERECHO APLICABLE Y EVALUAR SU IMPACTO DIFE-
RENCIADO DE LA SOLUCIÓN PROPUESTA 

Desde el punto de vista de la filosofía jurídica, la neutralidad del derecho lleva a 
diversas disertaciones en relación a la naturaleza y fines del derecho, pero al no 
ser el objeto de esta herramienta, sólo se destaca que, como construcción social, 
el Estado busca crear normas objetivas y de aplicación general respecto de las 
personas a las que está dirigido, y con ello, sustenta el principio de igualdad de 
todas las personas ante la Ley; sin embargo, en este devenir surge la necesidad de 
verificar si en esa construcción de la norma la igualdad debe afirmarse en forma 
general o bien, categorizarse en función de las circunstancias del supuesto de la 
Ley y  las condiciones de la persona receptora.     

De ahí que la revisión de la neutralidad a la que se alude en este apartado nos 
llevará a analizar que la norma no favorezca de manera desproporcionada a al-
guna de las partes intervinientes en un conflicto de intereses, sin soslayar la re-
visión de lo que se conoce como categorías sospechosas, que se traducen en el 
deber de interpretar las disposiciones jurídicas para garantizar de manera efecti-
va el acceso a la justicia en condiciones de igualdad y no discriminación en cual-
quiera de las vertientes a las que se refiere  el último párrafo del artículo 1 de la 
Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos.

Esta obligación tiene dos aspectos de atención:
1.	 El deber de las personas juzgadoras de interpretar disposiciones normati-

vas que pudieran generar un impacto diferenciado con motivo del género 
de las partes. Sucede cuando el texto de la norma acepta más de una inter-
pretación, por lo que la persona juzgadora deberá adoptar la mejor interpre-
tación a fin de evitar un uso discriminado de la misma.

Ejemplo:  Jurisdicción voluntaria de información ad perpetuam, a fin de acreditar 
la posesión de estado civil de concubinato en el Estado de Nuevo León37 

37   Amparo en Revisión 1127/2015; para más referencia sobre casos de concubinato consultar: Amparo en Re-
visión 48/2016, Amparo en Revisión 582/2016 y  Amparo de Revisión 1266/2015. 
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Dos hombres mantuvieron una relación de pareja −de más de 13 años y 7 meses−, los 
cuales nunca contrajeron matrimonio; en la que uno de ellos se encargaba económica-
mente del hogar que habitaban en común, quien en el año 2015 falleció.

Su pareja, dentro del juicio sucesorio, pidió que se le considerara como su concubi-
no a fin de obtener una porción del haber hereditario que a derecho le correspondía. 
Dentro de los bienes que contenía el haber hereditario se encontraban: un departa-
mento que ambos habitaron por más de 6 años, así como un conjunto de bienes a los 
cuales ambos aportaron, pero quedaron únicamente a nombre de su difunta pareja.

La juez de lo familiar que resolvió el caso reconoció a la pareja del finado como 
concubino a pesar de que, dentro de la legislación civil de 2015, momento en el que 
sucedieron los hechos, el concubinato era reconocido como “la unión de hecho entre 
un solo hombre y una sola mujer”38 por lo que, la persona juzgadora, cuestionando la 
neutralidad de la norma y el impacto que genera en virtud del género de las partes, 
permite se le reconozca como concubino en la causa.

Como se advierte, existe una distinción, trazada en la norma, que sirve para de-
terminar quiénes pueden crear un concubinato, el cual se apoya en las preferen-
cias sexuales de las personas, distinguiendo implícitamente entre las parejas de 
distinto sexo y las parejas del mismo sexo. 

2.	 El otro aspecto a verificar es sobre la aplicación de una norma que podría 
ser inconvencional, este ejercicio se realiza a través de la aplicación del con-
trol de convencionalidad ex officio, el cual es un deber internacional y cons-
titucional de las y los jueces de realizar una confrontación entre la norma 
general que se aplica en un caso concreto y el bloque de derechos humanos 
de fuente interna o externa

Sobre el mismo tema del concubinato del caso en estudio, debe analizarse que la par-
te quejosa reclamó la inconstitucionalidad del artículo combatido por considerar que 
era discriminatorio por no permitir el acceso a la institución del concubinato de for-
ma igualitaria tanto a parejas heterosexuales como a parejas homosexuales. Así, el 

38   Artículo 291 bis del Código Civil para el Estado de Nuevo León en ese entonces. Actualmente:  (Reformado, 
P.O. 23 de junio de 2023)

Art. 291 Bis.- El concubinato es la unión de dos personas, que durante más de dos años hacen vida marital sin 
estar unidos en matrimonio entre sí, siempre que no tengan impedimentos legales para contraerlo.
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presente asunto debe examinarse a la luz de los criterios desarrollados por esta Supre-
ma Corte para enjuiciar los casos donde se alegan violaciones al principio constitucio-

nal de igualdad.39

Referencias de Convencionalidad encontramos en:
•	 Corte IDH, Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, Sentencia de 31 de agosto 

de 2010. 
219. [C]uando un Estado es Parte de un tratado internacional como la Convención Ame-
ricana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, también están sometidos a aquél, lo 
cual les obliga a velar [por que] los efectos de las disposiciones de la Convención no se 
vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. 

•	 Corte IDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Prelimi-
nar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. 

225. Este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que es consciente de que las 
autoridades internas están sujetas al imperio de la ley y, por ello, están obligadas a 
aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado 
es Parte de un tratado internacional como la Convención Americana, todos sus órga-
nos, incluidos sus jueces, también están sometidos a aquél, lo cual les obliga a velar 
por que los efectos de las disposiciones de la Convención no se vean mermados por la 
aplicación de normas contrarias a su objeto y fin. Los jueces y órganos vinculados a 
la administración de justicia en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex 
officio un “control de convencionalidad” entre las normas internas y la Convención 
Americana, evidentemente en el marco de sus respectivas competencias y de las regu-
laciones procesales correspondientes. En esta tarea, los jueces y órganos vinculados 
a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el tratado, sino 
también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete 
última de la Convención Americana.

39  Véase amparo en Revisión 1127/2015, págs. 54-55.
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(En el mismo sentido: Corte IDH, Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile, Sentencia 
de 26 de septiembre de 2006, párr. 124; Corte IDH, Caso Boyce y otros vs. Barbados, 
Sentencia de 20 de noviembre de 2007, párr. 78).

Ejemplo: Amparo en Revisión Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación  59/2016 

Un padre presenta una solicitud a fin de tener acceso al servicio de guardería para su 
hijo. El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), negó la solicitud, y fundamentó su 
decisión en los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, que disponían que era 
necesario que el solicitante: 
•	 Presentará una resolución judicial en la que se le otorgara el ejercicio la patria po-

testad y la custodia de su hijo; 
•	 Que se encontraba vigente su derecho ante el IMSS 
•	 Comprobar que no podía cuidar a su hijo. 

¿Qué dijo la Corte? 
Resolvió que las normas invocadas eran inconstitucionales y vulneraban los de-
rechos humanos a la no discriminación, a la igualdad, a la seguridad social y al 
interés superior de la niñez, ya que mediante estos la Ley del Seguro Social, exi-
gía  para los hombres requisitos distintos a los de las mujeres aseguradas a fin de 
poder acceder al servicio de guardería; en razón del género y bajo los estereoti-
pos, de que son solo las mujeres quienes resultan por sus caracteriaticas, ídoneas 
para encargarse del cuidado y atención de sus hijos y no así los padres, quienes 
solo en los extremos mencionados estarían en la posibilidad de asumir esta tarea 
ahí que este servicio estuviera solo dirigido a madres, y a los padres solo en casos 
extraordinarios, pasando por alto que la atención en el desarrollo de los hijos e 
hijas es una corresponsabilidad.



Po
de

r J
ud

ici
al 

de
 la

 Ci
ud

ad
 de

 M
éx

ico
42

V.	 APLICAR LOS ESTÁNDARES DE DERECHOS HUMANOS DE TODAS LAS PERSONAS IN-
VOLUCRADAS, ESPECIALMENTE NIÑAS Y NIÑOS

Los estándares internacionales en materia de derechos humanos para las muje-
res, así como la jurisprudencia en esta materia surgen, a partir de los criterios 
de los sistemas universal, interamericano y europeo, principalmente; a través de 
una recopilación que amalgama opiniones, sentencias y resoluciones de casos 
paradigmáticos, y tienen como propósito permitir tanto a la sociedad civil como 
a las instituciones de gobierno su uso estratégico y transversal, para coadyuvar 
en la garantía del derecho de las mujeres y las niñas a acceder a una vida libre de 
violencia.

Contribuyen a determinar conceptualmente los diferentes tipos de violencia 
contra las mujeres, así como elevar el nivel de comprensión de la relación entre 
estereotipos y prejuicios de género, y la violencia contra las mujeres por razón de 
género para facilitar su prevención, atención, sanción y erradicación. 

Además de aportar criterios y puntos de vista en la identificación, determina-
ción y aplicación pertinente de los estándares de protección vigentes en el dere-
cho internacional de los derechos humanos en la realización de sentencias, así 
como en las diversas fases procesales en la litigación estratégica de casos de vio-
lencia contra las mujeres por razón de género.

Estos estándares los podemos visibilizar de manera enunciativa más no limi-
tativa bajo los siguiente rubros e instrumentos:   

EL DERECHO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA
•	 Convención sobre la Eliminación de Todas las formas de discriminación 

contra la mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés): artículo 3. 
•	 Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH): artículo 1.1. 
•	 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-

cia contra la Mujer (Convención Belém do Pará): preámbulo y artículos 3, 5, 
6 y 8.b. 

•	 Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-
cia contra las Mujeres en la Vida Política: artículo 4. 
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•	 Recomendación General Nº 35 del Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer (Comité CEDAW) sobre la violencia por razón de 
género, por la que se actualiza la Recomendación General Nº 19.

La violencia contra las mujeres como violación de los derechos humanos y ofensa 
a la dignidad humana que trasciende todo contexto sociocultural
Corte IDH, Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, Sentencia de 31 de agosto de 2010 

108. Este Tribunal recuerda, como lo señala la Convención de Belém do Pará, que la 
violencia contra la mujer no solo constituye una violación de los derechos humanos, 
sino que es “una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones 
de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, que “trasciende todos 
los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel 
de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus 
propias bases”. 

(En el mismo sentido: Corte IDH, Caso Favela Nova Brasília vs. Brasil, Sentencia de 
16 de febrero de 2017, párr. 245).

Falta de debida diligencia y exceso de plazo razonable.
Principios esenciales del deber de debida diligencia.

CIDH, Caso Jessica Lenahan (Gonzales) y otros vs. Estados Unidos, Informe Nº 80/11, 
21 de julio de 2011,

126. La evolución del derecho y de la práctica relacionada a la aplicación del estándar 
de la debida diligencia en casos de violencia contra la mujer destaca, en particular, 
cuatro principios. En primer lugar, los órganos internacionales han establecido de for-
ma consistente que el Estado puede incurrir en responsabilidad internacional por no 
actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar, sancionar y reparar los actos 
de violencia contra la mujer; un deber aplicable a los actos cometidos por particulares 
en ciertas circunstancias. En segundo lugar, subrayan el vínculo entre la discrimina-
ción, la violencia contra la mujer y la debida diligencia, señalando que el deber de los 
Estados de enfrentar y responder a la violencia contra la mujer también implica me-
didas para prevenir la discriminación que perpetúa este grave problema. Los Estados 
deben adoptar las medidas necesarias para modificar los patrones de comportamiento 
sociales y culturales de hombres y mujeres, y eliminar los prejuicios y las prácticas 
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consuetudinarias y de otra índole basadas en la premisa de la inferioridad o superio-
ridad de uno de los sexos, y sobre los roles estereotipados que se imponen tanto a los 
hombres como a las mujeres. 

127. En tercer lugar, destacan el vínculo entre el deber de actuar con la debida dili-
gencia y la obligación de los Estados de garantizar el acceso a recursos judiciales ade-
cuados y efectivos para las víctimas y sus familiares, cuando son objeto de actos de 
violencia. Cuarto, los sistemas de derechos humanos tanto a nivel internacional como 
regional han identificado ciertos grupos de mujeres expuestos a un riesgo particular 
de sufrir actos de violencia, debido a formas de discriminación que sufren por más de 
un factor, como las niñas y las mujeres pertenecientes a ciertos grupos étnicos, racia-
les y minoritarios; un factor que debe ser considerado por los Estados en la adopción 
de medidas para prevenir todas las formas de violencia. 

(En el mismo sentido: CIDH, Informe Nº 4/01, Caso Maria Eugenia Morales de Sie-
rra vs. Guatemala, Informe Nº 4/01, 19 de enero de, 2001, párr. 44; CIDH, Caso 
Maria da Penha Maia Fernandes vs. Brasil, Informe Nº 54/01, 16 de abril de 2001, 
párrs. 36-44.) 

•	 Corte IDH, Caso González y otras vs. México (“Campo Algodonero”), Senten-
cia de 16 de noviembre de 2009. 
150. Conforme [con] la prueba aportada, las irregularidades en las investigaciones 
y en los procesos incluyen la demora en la iniciación de las investigaciones, la len-
titud de las mismas o inactividad en los expedientes, negligencia e irregularidades 
en la recolección y realización de pruebas y en la identificación de víctimas, pérdi-
da de información, extravío de piezas de los cuerpos bajo custodia del Ministerio 
Público, y la falta de contemplación de las agresiones a mujeres como parte de un 
fenómeno global de violencia de género.

IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN
•	 CEDAW: preámbulo y artículos 1, 2.a, 2.c, 4 y 15. CADH: artículo 24. 
•	 Convención Belém do Pará: artículo 4.f y 4.j. 
•	 Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Muerte 

Violenta de Mujeres y Niñas (feminicidio/feminicidio): artículo 2.a.. 
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•	 Recomendación General Nº 30 de la CEDAW sobre las mujeres en la preven-
ción de conflictos y en situaciones de conflicto y posteriores a conflictos: 
párrs. 2 y 33.b. 

•	 Recomendación General Nº 35 de la CEDAW sobre la violencia por razón de 
género, por la que se actualiza la recomendación general Nº 19: párrs. 11 y 13.

El derecho a la igualdad y a la no discriminación como principio de ius cogens
•	 Corte IDH, Caso Gutiérrez Hernández y otros vs. Guatemala, Sentencia de 

24 de agosto de 2017. 
150. [L]a Corte recuerda que en la actual etapa de la evolución del derecho interna-
cional, el principio fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en 
el dominio del ius cogens. Sobre él descansa el andamiaje jurídico del orden público 
nacional e internacional y permea todo el ordenamiento jurídico. 

(En el mismo sentido: Corte IDH, Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, Sentencia de 
24 de febrero de 2012, párr. 79).

Los actos de violencia contra las mujeres por razón de género son también 
discriminación

•	 CIDH, Caso Jessica Lenahan (Gonzales) y otros vs. Estados Unidos, Informe 
Nº 80/11, 21 de julio de 2011.
110. La violencia basada en género es una de las formas más extremas y generaliza-
das de discriminación, la cual impide y nulifica de forma severa el ejercicio de los 
derechos de la mujer. 

•	 Corte IDH, Caso Véliz Franco y otros vs. Guatemala, Sentencia de 19 de 
mayo de 2014 

207. La Corte estima que la violencia basada en el género, es decir la violencia dirigida 
contra una mujer por ser mujer o la violencia que afecta a la mujer de manera despropor-
cionada, es una forma de discriminación en contra de la mujer, tal como han señalado 
otros organismos internacionales de protección de derechos humanos, como el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos y el [Comité] CEDAW. Tanto la Convención de Belém do 
Pará (preámbulo y artículo 6) como la CEDAW (preámbulo) han reconocido el vínculo 
existente entre la violencia contra las mujeres y la discriminación. En el mismo sentido, 
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el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra 
las mujeres y la violencia doméstica (Estambul, 2011) afirma que “la violencia contra las 
mujeres es una manifestación de desequilibrio histórico entre la mujer y el hombre que 
ha llevado a la dominación y a la discriminación de la mujer por el hombre, privando 
así a la mujer de su plena emancipación”, así como que “la naturaleza estructural de la 
violencia contra las mujeres está basada en el género”. 

(En el mismo sentido: Comité CEDAW, Recomendación General Nº 19, La Violencia 
contra la mujer (1992), párrs. 1-6; Corte IDH, Caso Penal Miguel Castro Castro vs. 
Perú, Sentencia de 25 de noviembre de 2006, párr. 303; Corte IDH, Caso González 
y otras vs. México (“Campo Algodonero”), Sentencia de 16 de noviembre de 2009, 
párrs. 394-402; Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH), Caso Opuz vs. 
Turquía, Sentencia de 9 de junio de 2009, párr. 200). 

•	 TEDH, Caso Opuz vs. Turquía, Sentencia de 9 de junio de 2009. 
188. La Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas reconoció expresamen-
te el nexo entre la violencia de género y la discriminación y remarcó, en la resolución 
2003/45 que “todas las formas de violencia contra la mujer en la familia tienen lugar en 
el contexto de la discriminación de jure y de facto contra la mujer y de la condición in-
ferior asignada a la mujer en la sociedad, y se ven agravadas por los obstáculos con que 
suelen enfrentarse las mujeres al tratar de obtener una reparación del Estado.

El impacto diferenciado de la violencia en las mujeres por medidas aparentemen-
te neutras.
Corte IDH, Caso Artavia Murillo y otros (caso “fecundación in vitro”) vs. Costa Rica, 
Sentencia de 28 de noviembre de 2012 

299. [S]i bien la infertilidad puede afectar a hombres y mujeres, la utilización de las 
tecnologías de reproducción asistida se relaciona especialmente con el cuerpo de las 
mujeres. Aunque la prohibición de la FIV [fecundación in vitro] no está expresamente 
dirigida hacia las mujeres, y por lo tanto aparece neutral, tiene un impacto negativo 
desproporcional sobre ellas. 

Corte IDH, Caso I. V. vs. Bolivia, Sentencia de 30 de noviembre de 2016. 
243. Aunque la esterilización es un método utilizado como anticonceptivo tanto 
por mujeres como hombres, las esterilizaciones no consentidas afectan de forma 
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desproporcionada a las mujeres exclusivamente por esta condición en razón que se les 
asigna socialmente la función reproductora y de planificación familiar.

VIOLENCIA CONTRA LA MUJER Y SUS DIFERENTES ASPECTOS
•	 Convención Belém do Pará: artículos 1, 2, 4 y 5.
•	 Ley Modelo Interamericano para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Muerte 

Violenta de Mujeres y Niñas: artículos 3.a y 5. 
•	 Recomendación General Nº 30 de la CEDAW sobre las mujeres en la preven-

ción de conflictos y en situaciones de conflicto y posteriores a conflictos: 
párrs. 34-38. 

•	 Recomendación General Nº 31 de la CEDAW y Observación General Nº 18 del 
Comité de los Derechos del Niño sobre las prácticas nocivas, adoptadas de 
manera conjunta: párrs. 6-9, 15-18. 

•	 Recomendación General Nº 35 sobre la violencia por razón de género, por 
la que se actualiza la Recomendación General Nº 19, de 26 de julio de 2017: 
párrs. 16-18.

•	 Amparo Directo en Revisión 5267/2014: para determinar si el homicidio de 
una mujer fue cometido en razón de género, no basta con identificar el sexo 
de la víctima, sino que se requiere conocer la motivación y el contexto del 
crimen (párrafo 55).

A. Violencia psicológica
•	 Corte IDH, Caso “Penal Miguel Castro Castro” vs. Perú, Sentencia de 25 de 

noviembre de 2006. 
308. El haber forzado a las internas a permanecer desnudas en el hospital, vigiladas por 
hombres armados, en el estado precario de salud en que se encontraban, constituyó 
violencia sexual en los términos antes descritos, que les produjo constante temor ante 
la posibilidad de que dicha violencia se extremara aún más por parte de los agentes 
de seguridad, todo lo cual les ocasionó grave sufrimiento psicológico y moral, que se 
añade al sufrimiento físico que ya estaban padeciendo a causa de sus heridas. Dichos 
actos de violencia sexual atentaron directamente contra la dignidad de esas mujeres. 
330. La incomunicación severa tuvo efectos particulares en las internas madres. Di-
versos órganos internacionales han enfatizado la obligación de los Estados de tomar 
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en consideración la atención especial que deben recibir las mujeres por razones de 
maternidad, lo cual implica, entre otras medidas, asegurar que se lleven a cabo visitas 
apropiadas entre madre e hijo. La imposibilidad de comunicarse con sus hijos ocasionó 
un sufrimiento psicológico adicional a las internas madres.
331. También afectó a las mujeres la desatención de sus necesidades fisiológicas. El 
Comité Internacional de la Cruz Roja ha establecido que el Estado debe asegurar que 
“las condiciones sanitarias [en los centros de detención] sean adecuadas para mante-
ner la higiene y la salud [de las prisioneras], permitiéndoles acceso regular a retretes 
y permitiéndoles que se bañen y que limpien su ropa regularmente”. Asimismo, dicho 
Comité también determinó que se deben realizar arreglos especiales para las deteni-
das en período menstrual, embarazadas, o acompañadas por sus hijos. La comisión de 
esos excesos causó sufrimiento especial y adicional a las mujeres detenidas. 

•	 CEDAW, Caso Isatou Jallow vs. Bulgaria, Dictamen de 23 de julio de 2012. 
2.2. [El cónyuge] no le dejaba salir de casa sin su consentimiento ni buscar empleo. Le 
repetía constantemente que su permanencia en Bulgaria dependía de él y la amenaza-
ba con que, si se resistía, podía hacer que la encarcelaran, la ingresaran en una insti-
tución psiquiátrica o la deportaran a Gambia sin su hija. También le hacía comentarios 
crueles sobre su aspecto físico, su color de piel y su analfabetismo.

•	 TEDH, Caso Siliadin vs. Francia, Sentencia de 26 de julio de 2005. 
118. La Corte observa que, en el presente caso, aunque la demandante [menor de edad 
en ese momento] no fue amenazada con un “castigo”, el hecho es que estaba en una 
situación equivalente en términos de la gravedad de la amenaza que percibía. Ella era 
una adolescente en una tierra extranjera, ilegal en territorio francés y con miedo de 
que la policía le arrestara. De hecho, el señor y la señora B alimentaron ese miedo y le 
inculcan la creencia de que se iba a regularizar su condición.

B. Violencia en el ámbito laboral
•	 CEDAW, Caso Anna Belousova vs. Kazajistán, Dictamen de 13 de julio de 

2015.
10.12. El Comité recuerda que, de conformidad con los párrafos 17 y 18 de su [R]ecomen-
dación [G]eneral núm. 19, la igualdad en el empleo puede verse seriamente perjudicada 
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cuando se somete a las mujeres, por el mero hecho de serlo, a violencia, por ejemplo, 
el hostigamiento sexual en el trabajo, que incluye un comportamiento de tono sexual 
tal como contactos físicos e insinuaciones, observaciones de tipo sexual, directas o 
implícitas, y exigencias sexuales, verbales o de hecho. Este tipo de conducta puede ser 
humillante y puede constituir un problema de salud y de seguridad. Es discriminatoria 
cuando la mujer tiene motivos suficientes para creer que su negativa podría causarle 
problemas en el trabajo, en la contratación o el ascenso inclusive, o cuando crea un 
medio de trabajo hostil. 
10.13. El Comité es de la opinión de que la presión ejercida sobre la autora y la natura-
leza de la amenaza y el acoso, así como los intentos de obtener dinero mediante extor-
sión, se originan en su condición de mujer en situación de subordinación e impotencia, 
y constituyeron una violación del principio de igualdad de trato.

C. Violencia sexual
•	 Corte IDH, Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, Sentencia de 31 de agos-

to de 2010.
127. La Corte considera que, en términos generales, la violación sexual, al igual que 
la tortura, persigue entre otros, los fines de intimidar, degradar, humillar, castigar o 
controlar a la persona que la sufre. 

(En el mismo sentido: CIDH, Caso Ana, Beatriz y Celia González Pérez vs. México, 
Informe Nº 53/01, de 4 de abril de 2001, párr. 48).

C.1 Violación
•	 TPIY, Prosecutor vs. Kunarac y otros, Sentencia en apelación de 12 de junio 

de 2002.
129. [H]ay factores “más allá de la fuerza” que podrían dar lugar a un acto de penetración 
sexual no consensual o no voluntario por parte de la víctima. Un enfoque reducido sobre 
la fuerza o amenaza de la fuerza podría permitir a los perpetradores eludir responsabili-
dad por la actividad sexual a la que la otra parte no ha consentido, por tomar ventaja de 
las circunstancias coercitivas sin depender de la fuerza física.

•	 TEDH, Caso M.C. vs. Bulgaria, Sentencia de 4 de diciembre de 2003. 
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159. [E]s importante destacar que en la jurisprudencia y la teoría legal, es la falta de 
consentimiento, no la fuerza, la que es considerada el elemento que constituye el de-
lito de violación. 163. En el derecho penal internacional, se ha reconocido reciente-
mente que la fuerza no constituye un elemento de la violación y que aprovecharse 
de las circunstancias coactivas para llevar adelante un acto sexual también se puede 
penalizar. La Corte Penal Internacional para la ex Yugoslavia encontró que en derecho 
penal internacional, cualquier penetración sexual sin el consentimiento de la víctima 
constituye el delito de violación y que el consentimiento debe ser dado voluntaria-
mente, como resultado de la voluntad de la persona, y evaluado en el contexto de las 
circunstancias que rodean al hecho.
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VI. USO DE LENGUAJE INCLUYENTE

Sin duda un aspecto sustancial en la comunicación entre el Gobierno y la ciu-
dadanía es la claridad en la emisión de los actos de autoridad y en lo relativo a 
este apartado, conlleva además la exigencia de que al momento de juzgar con 
perspectiva de género, no se pase por alto que el lenguaje también refleja la his-
toricidad de violencia en contra de las mujeres, normalizada a través de expre-
siones sexistas, y roles asimétricos, que invisibilizan a las mujeres y justifican la 
desigualdad, ya que el lenguaje como mecanismo de expresión del pensamiento 
no se deslinda del sistema androcéntrico, una vista a los diccionarios convencio-
nales es claro ejemplo de nuestra afirmación,  es por esto que las mujeres en el 
devenir de la sociedad han enfrentado la lucha por el reconocimiento de sus de-
rechos en todos los ámbitos. 

Como el derecho a la educación, el derecho al voto, el derecho a decidir, entre 
muchos otros. Es bajo este escenario, que el último punto de atención a la meto-
dología de juzgar con perspectiva de género establece como relevante y necesario 
el uso de lenguaje incluyente, que permita ver a las mujeres, más alla del género 
humano, visibilizarla con la misma dignidad humana de  los hombres;   es decir, 
evitar aquel lenguaje basado en estereotipos o prejuicios de género que establez-
can jerarquía, discriminación o desvalorización de las niñas, adolescentes, muje-
res o mujeres trans, ya que la utilización del lenguaje es el primer vehículo para 
romper con la discriminación de género.

El uso del lenguaje inclusivo puede servir como un instrumento de cambio es-
tratégico, con el fin de incluir la perspectiva de género en las comunicaciones ju-
rídicas y la visibilidad de las mujeres40. 

Usar la palabra “persona” es una estrategia muy práctica para evitar excluir 
todas las identidades que no están incorporadas al usar masculino como uso 
genérico.

No existen reglas rígidas para el uso de este lenguaje, se busca proponer pa-
rámetros para evitar invisibilizar a cualquier persona que se encuentre en una 

40   Comisión de Derechos Humanos y Género de la Asociación Nacional de Magistrados, “Recomendaciones 
para el abordaje de una política de género en el Poder Judicial chileno”. Santiago de Chile, 2015, en: https://www.
magistradaschilenas.cl/wp-content/uploads/2018/04/MACHI-COMPLETO.pdf
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condición de vulnerabilidad. Las palabras son herramientas importantes en la 
lucha de la construcción de la igualdad, y algunos elementos a considerar son los 
siguientes:

•	 Identificar grupos y nombrarlos explícitamente en la sentencia. 
•	 El lenguaje debe ser neutral, sin hacer uso de sustantivos masculinos cuan-

do se haga referencia a grupos mixtos.
•	 Referirse a las partes con términos neutros o nombrarlas de acuerdo a su 

género: la parte actora, las personas demandadas.
•	 Usar sustantivos neutrales y abstractos: la ciudadanía, la infancia, el cuer-

po docente. 
•	 Usar artículos con género femenino y masculino cuando sea necesario: las 

y los interesados, las y los juzgadores.
•	 Cuando se trata de profesiones, hacer referencia tanto en femenino como 

en masculino: el doctor o la doctora, la presidenta o el presidente, para evi-
tar que permanezcan roles de género.

A.	 NIVEL INTERNACIONAL 
1.	 Lenguaje que no reproduce esquemas de desigualdad y discriminación o 

concepciones sexistas.
•	 Caso Velázquez y Paiz y otros vs Guatemala.

La Corte IDH identificó que las autoridades nacionales no investigaron el homi-
cidio de la víctima con perspectiva de género, e hicieron referencia a ella como 
“una cualquiera”, y que su perfil correspondía a “una prostituta”; además de múl-
tiples referencias que la culpabilizaban por su propio asesinato.

•	 Caso Gutiérrez Hernández y otros vs Guatemala.
Sobre una desaparición forzada, la Corte IDH identificó en la investigación concep-
ciones estereotipadas sobre la víctima, como que estaba en el lugar donde “sos-
tenía relaciones amorosas con sus amantes” o que era “insaciable sexualmente”.

2.	 Lenguaje no revictimizante
•	 Caso Mujeres Víctimas de Tortura Sexual en Atenco vs México 

La Corte IDH citó en su sentencia frases que usó la policía al momento de detener 
y trasladar a las víctimas: “por no estar en casa lavando trastes”, “deberían estar 
en la casa cocinando en lugar de nadar ahí, que no pensaban en sus familias o en 
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sus hijos”, de las que se puede apreciar que se busca responsabilizar a las vícti-
mas con un lenguaje cargado de estereotipos y prejuicios de género.

•	 Caso Gónzalez y otras vs México
La Corte IDH también visibilizó frases revictimizantes como que las víctimas 

eran unas “voladas” o que “se fueron con el novio”.

B.	 NIVEL NACIONAL
1.	 Uso de lenguaje inclusivo
•	 Acción de Inconstitucional 40/2018
Ley de Seguridad y Servicios Sociales para los Servidores Públicos del Estado 

de Aguascalientes, al usar alternativamente el género masculino y femenino, ex-
cluía de los beneficios de seguridad social a las personas del mismo sexo que vi-
ven en matrimonio o concubinato. 

Si en este caso la norma hubiese sido redactada con lenguaje neutro, haciendo 
referencia a “personas” y no a “mujeres” y “hombres”, no se hubiese determinado 
que era contraria a la Constitución.

•	 Juicios para la Protección de los Derechos Políticos Electorales  SUP-
JDC-1619/2016 Y SUP-JDC-1621/2016 ACUMULADOS

Se reclamó una campaña publicitaria del Instituto Electoral de Puebla titulada 
“Elige a tu próximo GOBERNADOR”.

Toda autoridad administrativa electoral debía promover la participación polí-
tica con lenguaje incluyente.

Al usar la palabra “gobernador”, se puso en desventaja a las mujeres que para 
ese momento aspiraban a ocupar la gubernatura, pues originó un desequilibrio 
por motivos de género en la trasmisión del mensaje hacia el electorado.

2.	 Uso del lenguaje claro, sencillo y accesible
•	 Amparo en revisión 159/2013: Persona con síndrome de Asperger en estado 

de interdicción.
•	 Recurso de reconsideración SUP-REC-39/2017: Formato de comunicación 

culturalmente adecuado empleado con personas de comunidades y pueblos 
indígenas. La Sala Superior del TEPJF, resolvió que la resolución de validez 
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de una elección debía ser emitida en formato de lectura culturalmente ade-
cuado con el objeto de comunicar efectivamente la sentencia.

•	 Juicio de amparo 852/2019: Redactada en formato de lectura fácil para tres 
menores de edad.

Conceptos inclusivos y no estigmatizantes ni discriminatorios

Correcto Incorrecto

Personas 
con discapacidad

Utilizar términos como persona discapacitada, minusválida o inválida 
para referirse a las personas con discapacidad, por un lado, sugiere que 
las diversidades funcionales implican inferioridad, invalidez, incapaci-
dad o insuficiencia. Por otro lado, utilizar esos términos —o similares— 
es incompatible con el modelo social de discapacidad.

Personas en situación 
de vulnerabilidad

El término «personas vulnerables» denota que la vulnerabilidad es una 
característica individual de las personas y no el resultado de contextos 
desiguales. En contraste, utilizar el término “personas en situación de 
vulnerabilidad” implica reconocer que las personas no son vulnerables 
per se; sino que sus entornos o contextos les posicionan en situaciones 
de desventaja estructural, a diferencia de las personas que no se en-
cuentran en alguna situación que limite sus derechos.

Personas indígenas El término “persona indígena” debe ser utilizado para referirse a las per-
sonas que así se identifican, en vez de utilizar términos como “indio” o 
“india”.

El término “dialecto” suele ser utilizado para referirse a las lenguas 
de los pueblos indígenas en sentido peyorativo, ofensivo o de inferiori-
dad.

Personas privadas 
de la libertad

Usar términos como “delincuente” o “criminal” para referirse a las per-
sonas privadas de la libertad fomenta una narrativa de castigo y estigma 
en su contra. Esta narrativa impone a las personas privadas de la liber-
tad características de maldad, peligrosidad o inferioridad social que les 
aleja de la posibilidad de reinserción social.

El término “persona privada de la libertad” es más neutral y también 
es el término utilizado en normativa internacional de derechos huma-
nos. Adicionalmente, este término abona a la reinserción social de las 
personas al no estigmatizarlas por la comisión o presunta comisión de 
un delito.
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Correcto Incorrecto

Personas migrantes 
y personas en situación 
de movilidad humana

El término “ilegal” refuerza la idea errónea acerca de que la migración 
debe ser un motivo de castigo, que las personas migrantes deben ser 
perseguidas y que no son titulares de los mismos derechos que el resto 
de las personas no migrantes.

El término “persona migrante” o “persona en situación de movilidad 
humana” contribuye a visibilizar que las personas también migran por 
necesidad.

Persona trabajadora 
sexual

Debe utilizarse el término “persona trabajadora sexual” o “trabajadora 
sexual” en vez de “prostituta” o similares para referirse a las personas 
mayores de 18 años que reciben de forma habitual u ocasional dinero o 
bienes a cambio de servicios sexuales con consentimiento, con base en 
la definición de la Organización Mundial de la Salud

Personas trabajadoras 
del hogar

Términos como “sirvienta”, “muchacha” o “doméstica” suelen usarse de 
manera despectiva y fomentan el estereotipo acerca de que la asigna-
ción del trabajo del hogar le corresponde exclusivamente a las mujeres 
y a las niñas.

Personas que viven 
con el VIH o con el sida

Por un lado, el VIH se refiere al virus de inmunodeficiencia humana y, 
por otro lado, el sida se refiere al síndrome de inmunodeficiencia adqui-
rida. Dos opciones de términos adecuados para referirse a las personas 
que viven con el virus o con el síndrome son los siguientes: persona que 
vive con el VIH y persona que vive con el sida. El uso de estos términos, 
además de que contribuye a diferenciar el VIH del sida, también des-
carta lingüísticamente los estigmas asociados con el VIH y con el sida.

Personas en situación 
de calle

Términos como persona “vagabunda” o “indigente” suelen ser utiliza-
dos para referirse con desdén a las personas que habitan en las calles. 
Tales términos no son sólo estigmatizantes, sino también esencialistas 
porque se basan en prejuicios para responsabilizar a las personas por 
habitar en el espacio público. En contraste, el uso del término «perso-
na en situación de calle» reconoce que las circunstancias en las que se 
encuentran las personas que habitan en el espacio público no son inhe-
rentes a su identidad ni consecuencia necesaria de su individualidad o 
decisiones de vida.

Niñas, niños 
y adolescentes 

Son niñas y niños son las personas que tienen menos de doce años; y 
adolescentes quienes tienen entre doce años cumplidos y menos de die-
ciocho años de edad.

Nombrar a una persona “menor” implica inferioridad en contraste 
con una persona “mayor”, además de que fomenta la idea de la incapa-
cidad vista como cualidad totalizadora que impide el ejercicio de la au-
tonomía. Esta visión transmite un mensaje de inferioridad que puede 
resultar discriminatorio y restrictivo de derechos. 
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Recursos gramaticales para incorporar lenguaje inclusivo

Masculino como uso genérico Sugerencia

El solicitante deberá Quien solicite deberá / la persona que solicite deberá

Los asistentes a la reunión Quienes asistieron a la reunión

Los postulantes deberán enviar Cada postulante deberá enviar

Los expositores reflexionaron Quienes expusieron reflexionaron

Cuando los testigos mencionaron Cuando alguien mencionó

Los integrantes Las y los integrantes

El interesado La persona interesada / la o el interesado / interesada(a)

Finalmente, los órganos jurisdiccionales, al comunicarse con las personas a tra-
vés de las sentencias; explican cómo se aplican las leyes, su contenido y alcance. 
Por ello, es necesario que al redactar las resoluciones se use un lenguaje judicial 
accesible a las personas involucradas y a la sociedad en general. Es necesario ase-
gurar que cualquier persona pueda entender el sentido y consideraciones de la 
resolución. 

Lo anterior resulta conforme con el deber de resolver la controversia con un 
enfoque interseccional, el cual implica, como efecto práctico, hacerse cargo de 
cualquier obstáculo que dificulte a las personas conocer y entender el contenido 
de la sentencia.
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CAPÍTULO 3 
NOTAS DE REFLEXIÓN CON CASOS EJEMPLIFICATIVOS Y LA REPARACIÓN 
DEL DAÑO

A.	La ausencia de secuelas físicas como prueba de la inexistencia de la violencia
•	 TEDH, Caso A. vs. Croacia, Sentencia de 14 de octubre de 2010 
76. Sin embargo, en una circunstancia tal como la del presente caso, donde los di-
ferentes conjuntos de procedimientos penales y por delitos leves implican una serie 
de actos violentos ejercidos por la misma persona, B, y contra la misma víctima, la 
demandante, parece que el requerimiento de protección efectiva del derecho de la de-
mandante al respeto por su vida privada habría sido satisfecho mejor si las autorida-
des hubieran estado en posición de ver la situación como un conjunto. Esto les hubiera 
dado un punto de vista más completo de la situación y la oportunidad de hacer frente, 
de la forma más apropiada y más rápida, a la necesidad de proteger a la demandante 
de varios tipos de violencia. 

•	 Corte IDH, Caso González y otras vs. México (“Campo Algodonero”), Sentencia 
de 16 de noviembre de 2009 

112. La controversia planteada exige que la Corte analice el contexto que rodeó a los 
hechos del caso y las condiciones en las cuales dichos hechos pueden ser atribuidos al 
Estado y comprometer, en consecuencia, su responsabilidad internacional derivada de 
la presunta violación de los artículos 4, 5 y 7 de la Convención Americana, en relación 
con los artículos 1.1 y 2 de la misma y con el artículo 7 de la Convención Belém do Pará. 
368. No obstante, el Tribunal considera que a pesar de que la individualización de las 
investigaciones puede, en teoría, incluso favorecer el avance de las mismas, el Estado 
debe ser consciente de que éstas se enmarcan dentro de un contexto de violencia con-
tra la mujer. Por ende, debe adoptar las providencias que sean necesarias para verificar 
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si el homicidio concreto que investiga se relaciona o no con dicho contexto. La inves-
tigación con debida diligencia exige tomar en cuenta lo ocurrido en otros homicidios 
y establecer algún tipo de relación entre ellos. Ello debe ser impulsado de oficio, sin 
que sean las víctimas y sus familiares quienes tengan la carga de asumir tal iniciativa.

B.	 Deber de evitar la minimización de la violencia contra las mujeres
•	 Comité CEDAW, Caso O. G. vs. Rusia, Dictamen de 6 de noviembre de 2017 
7.6. Ausencia de una “amenaza real” como justificación [de las autoridades rusas] para 
negarse a proporcionar medidas de protección. 
7.9. [La víctima fue] sometida a temor y angustia cuando quedó sin protección del Es-
tado mientras era objeto de persecución constante por su agresor y fue expuesta de 
nuevo a un gran trauma cuando el órgano estatal, que debería haber sido su protector, 
la policía en particular, en cambio rehusó [a] ofrecerle protección y le negó su condi-
ción de víctima.

C.	La tolerancia al dolor no significa ausencia del mismo 
•	 Comité CEDAW, Caso V. K. vs. Bulgaria, Dictamen de 25 de julio de 2011 
9.12. Esa interpretación estereotipada de la violencia doméstica se refleja, por ejemplo, 
en el razonamiento del Tribunal Regional de Plovdiv [al establecer] que “cuando al-
guien golpea a otra persona, es posible ejercer violencia pero solamente tras sobrepa-
sar algunos límites de maltrato y en este caso las declaraciones de V. K. no aclaran de 
qué manera exactamente ella fue golpeada en la fecha indicada en el procedimiento, 
ni tampoco de qué manera quedó afectada su inviolabilidad”. 

•	 Comité CEDAW, Caso O. G. vs. Rusia, Dictamen de 6 de noviembre de 2017 
7.6. [E]l Tribunal hizo referencia a la negativa de la policía a iniciar un proceso penal 
contra K. y la ausencia de una “amenaza real” como justificación para negarse a pro-
porcionar medidas de protección, aun cuando un mes antes el mismo tribunal había 
dictaminado que dicha negativa era contraria a derecho e infundada. El Comité obser-
va que ninguno de estos hechos [ha] sido impugnad[o] por el Estado parte y que, toma-
dos en su conjunto, indican que, al no haberse investigado con prontitud y de manera 
adecuada y efectiva la denuncia de la autora por amenazas de muerte y amenazas de 
violencia y al no haberse abordado su caso teniendo en cuenta las cuestiones de gé-
nero, las autoridades permitieron que su razonamiento se viera influenciado por los 
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estereotipos. Por consiguiente, el Comité concluye que las autoridades del Estado parte 
no actuaron debida y oportunamente para proteger a la autora frente a la violencia y la 
intimidación, en contravención de las obligaciones que impone la Convención.

D.	La ausencia de daños físicos no significa ausencia de violencia
•	 TEDH, Caso Aydin vs. Turquía, Sentencia de 25 de septiembre de 1997 
105. Aunque ella no haya presentado marcas visibles de tortura, era de esperar que 
el Procurador Fiscal se diera cuenta de la gravedad de sus argumentos, teniendo en 
cuenta también las versiones que presentaron los otros miembros de la familia sobre 
el trato que dicen haber sufrido. Dadas las circunstancias, debió estar alerta sobre la 
necesidad de llevar a cabo una investigación minuciosa y eficaz que fuera capaz de 
establecer la verdad sobre el reclamo y que facilitara la identificación y el castigo de 
aquellos que fueran responsables. 

•	 Corte IDH, Caso J. vs. Perú, Sentencia de 27 de noviembre de 2013 
329. Adicionalmente, es necesario señalar que la ausencia de señales físicas no implica 
que no se han producido maltratos, ya que es frecuente que estos actos de violencia 
contra las personas no dejen marcas ni cicatrices permanentes. Lo mismo es cierto 
para los casos de violencia y violación sexual, en los cuales no necesariamente se 
verá reflejada la ocurrencia de los mismo[s] en un examen médico, ya que no todos 
los casos de violencia y/o violación sexual ocasionan lesiones físicas o enfermedades 

verificables a través de un examen médico. 

•	 (En el mismo sentido: Corte IDH, Caso Favela Nova Brasília vs. Brasil, Senten-
cia de 16 de febrero de 2017, párr. 249).

E.	 La valoración estereotipada y culpabilizadora de la conducta y aspecto de las 
mujeres obstaculiza el acceso a la justicia.
•	 Corte IDH, Caso González y otras vs. México (“Campo Algodonero”), Sentencia 

de 16 de noviembre de 2009 
208. El Tribunal considera que en el presente caso, los comentarios efectuados por fun-
cionarios en el sentido de que las víctimas se habrían ido con su novio o que tendrían 
una vida reprochable y la utilización de preguntas en torno a la preferencia sexual de 
las víctimas constituyen estereotipos. (En el mismo sentido: párrafo 400). 
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•	 Corte IDH, Caso Véliz Franco vs. Guatemala, Sentencia de 19 de mayo de 
2014 

212. Del acervo probatorio se desprende que en algunos informes de la investigación 
se hizo referencia explícita a la forma de vestir de María Isabel, a su vida social y 
nocturna, a sus creencias religiosas, así como a la falta de preocupación o vigilancia 
por parte de su familia. [...L]a Auxiliar Fiscal de la Agencia No. 5 de Mixco le habría di-
cho que María Isabel “era una cualquiera, una prostituta”. Asimismo, [...] el perito, sin 
fundamento, en su informe concluyó que la víctima habría sufrido de “inestabilidad 
emocional al andar con varios novios y amigos”. [...E]l hecho de que se diera relevancia 
en los interrogatorios y en los informes a ciertos aspectos de la vida privada y del com-
portamiento previo de María Isabel demuestra la existencia de estereotipos de género. 

•	 Corte IDH, Caso Gutiérrez Hernández y otros vs. Guatemala, Sentencia de 24 
de agosto de 2017 

143.c. Se identifica la presencia de estereotipos de género en varios “apartes del ex-
pediente” al hacer referencia a la hipótesis de investigación relativa a las supuestas 
relaciones de pareja de la señora Mayra Gutiérrez. Lo anterior ocurrió en un con-
texto en el que había retrasos en la investigación de la desaparición de mujeres, así 
como [en el que] las autoridades no procedían a buscar a las víctimas con celeridad 
y las descalificaban y culpabilizaban por sus acciones, con el impacto de entenderlas 
como no merecedoras de acciones estatales para localizarlas y protegerlas. En el 
presente caso, los estereotipos de género trasladaron la culpa de lo acontecido a la 
víctima y a sus familiares, cerrando otras líneas posibles de investigación. Así pues, 
la investigación no fue conducida con una perspectiva de género. 
161. [A]gentes estatales que investigaban los hechos realizaron informes haciendo 
uso de un lenguaje denigrante que enfatizaba el comportamiento social y sexual de 
la presunta víctima. En particular, refirieron sospecha de que la señora Gutiérrez 
se encontraría en el lugar donde “sostenía relaciones amorosas con sus amantes”, 
que ésta era “insaciable sexualmente”, que los señores A. y Luis Felipe Figueroa “le 
realizaban una cadena o guerra de llamadas, posiblemente por celos u otro motivo”, 
y que la señora Gutiérrez habría faltado “al pacto de lealtad estipulado dentro de la 
relación libre que sostenía [con el señor A]”.
175. Por otra parte, la Corte advierte que las prácticas seguidas por los funcionarios 
a cargo de la investigación de la desaparición de Mayra Gutiérrez no son un hecho 
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aislado, pues ha sido detectada reiteradamente por este Tribunal en los casos Véliz 
Franco y otros, y Velásquez Paiz y otros, contra Guatemala, la tendencia de los in-
vestigadores a desacreditar a las víctimas y culpabilizarlas por su estilo de vida, o 
ropa, así como a indagar aspectos relativos a las relaciones personales y sexualidad 
de las víctimas para concluir que esas personas fueron responsables de lo que les 
pasó, y la existencia de estereotipos y prejuicios de género con influencia negativa 
en la investigación, en la medida en que trasladaron la culpa de lo acontecido a la 
víctima y a sus familiares, cerrando otras líneas posibles de investigación sobre las 
circunstancias del caso e identificación de los autores. En el caso particular de Mayra 
Gutiérrez, se observa la utilización de un estereotipo para culpabilizar a la víctima 
de lo sucedido, excluyendo las demás hipótesis y desechando cualquier otra línea de 
investigación, como aquella relacionada con los trabajos realizados por la presunta 
víctima sobre la adopción y tráfico de niñas y niños en Guatemala y la denuncia so-
bre su presunta desaparición forzada. 

(En el mismo sentido: Corte IDH, Caso Véliz Franco vs. Guatemala, Sentencia de 19 
de mayo de 2014, párrs. 90 y 210-212; Corte IDH, Caso Velásquez Paiz y otro vs. 
Guatemala, Sentencia de 19 de noviembre de 2015, párrs. 210-212).

F.	 Evitar calificar la violencia contra las mujeres como “crimen pasional”
•	 Corte IDH, Caso Gutiérrez Hernández y otros vs. Guatemala, Sentencia de 

24 de agosto de 2017 
171. “El calificativo ‘pasional’ pone el acento en justificar la conducta del agresor”. Por 
ejemplo, “‘la mató por celos’, ‘en un ataque de furia’, son expresiones que promueven 
la condena a la mujer que sufrió violencia. Se culpabiliza a la víctima y se respalda 
la acción violenta del agresor”. En este sentido, el Tribunal rechaza toda práctica 
estatal mediante la cual se justifica la violencia contra la mujer y se le culpabiliza de 
ésta, toda vez que valoraciones de esta naturaleza muestran un criterio discrecional 
y discriminatorio con base en el comportamiento de la víctima por el solo hecho de 
ser mujer. Consecuentemente, considera que estos estereotipos de género son in-
compatibles con el derecho internacional de los derechos humanos y se deben tomar 
medidas para erradicarlos donde se presenten. 
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•	 (En el mismo sentido: Corte IDH, Caso Velásquez Paiz y otro vs. Guatemala, 
Sentencia de 19 de noviembre de 2015, párr. 187). 

G.	Omitir la descalificación de la víctima y su testimonio por su comportamiento 
anterior o posterior al hecho delictivo, por no existir coherencia entre el hecho 
ocurrido y su reacción 
•	 Comité CEDAW, Caso Karen Tayag Vertido vs. Filipinas, Dictamen de 16 de ju-

lio de 2010 
8.4. [E]l Comité pone de relieve que la aplicación de estereotipos afecta el derecho de 
la mujer a un juicio imparcial y justo, y que el poder judicial debe ejercer cautela para 
no crear normas inflexibles sobre lo que las mujeres y las niñas deberían ser o lo que 
deberían haber hecho al encontrarse en una situación de violación basándose úni-
camente en nociones preconcebidas de lo que define a una víctima de violación o de 
violencia basada en el género en general. La sentencia muestra que la magistrada llegó 
a la conclusión de que la actitud de la autora había sido contradictoria, por haber reac-
cionado con resistencia en un momento y sumisión en otro, y que la magistrada consi-
deró que esto era un problema. El Comité observa que el Tribunal no aplicó el principio 
de que “el hecho de que la víctima no intentara escapar no significa que no haya habido 
una violación” y, al contrario, esperaba determinado comportamiento de la autora por 
considerar que no era “una mujer tímida a la que se pudiese atemorizar fácilmente”. 
8.5. El Comité observa que en la primera parte de la sentencia se hace referencia a 
tres principios rectores generales utilizados en el examen de los casos de violación. 
Entiende que esos principios rectores, aunque no se citen explícitamente en la deci-
sión en sí, han influido en la forma en que se ha tratado el caso. El Comité conside-
ra que uno de ellos en particular, según el cual “una acusación de violación puede 
hacerse con facilidad”, refleja de por sí un prejuicio de género [...]. Está claro que en 
la evaluación de la credibilidad de la versión de los hechos presentada por la autora 
habían incluido varios estereotipos, puesto que la autora no había mostrado en esta 
situación el comportamiento esperado de una víctima ideal y racional, o lo que la 
Magistrada consideraba la respuesta racional e ideal de una mujer en una situación 
de violación [...]. A este respecto, el Comité destaca que no debería suponerse, en la 
ley ni en la práctica, que una mujer da su consentimiento porque no se ha resistido 
físicamente a la conducta sexual no deseada, independientemente de si el autor del 
delito utilizó o amenazó con utilizar violencia física.



JU
ZG

AR
 CO

N P
ER

SP
EC

TIV
A D

E G
ÉN

ER
O; 

CA
SO

S P
RÁ

CT
ICO

S

63

H.	Ponderación del uso de la prueba circunstancial, los indicios y las presunciones
•	 Corte IDH, Caso Rosendo Cantú y otra vs. México, Sentencia de 31 de agosto de 

2010 
102. La Corte ha establecido que es legítimo el uso de la prueba circunstancial, los 
indicios y las presunciones para fundar una sentencia, “siempre que de ellos puedan 
inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos”. 

•	 (En el mismo sentido: Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, Sen-
tencia de 29 de julio de 1988, párr. 130; Corte IDH, Caso Escher y otros vs. 
Brasil, Sentencia de 6 de julio de 2009, párr. 127).

•	 Corte IDH, Caso Velásquez Paiz y otros vs. Guatemala, Sentencia de 19 de no-
viembre de 2015 

192. Ahora bien, es posible asumir que la muerte violenta de Claudina Velásquez Paiz 
fue una manifestación de violencia de género a los efectos de la aplicación al caso del 
artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, teniendo en cuenta: a) los indicios de una 
probable violación sexual. El brasier no lo tenía puesto sino colocado entre el pantalón 
y la cadera, el zipper del pantalón estaba abajo, el cincho estaba removido, la blusa 
estaba puesta al revés y se documentó la presencia de semen en la cavidad vaginal de 
la víctima; b) las lesiones que presentaba el cuerpo. Una lesión a nivel periorbital y al 
lado izquierdo de la mejilla causada antes de su muerte, y excoriaciones en la rodilla 
izquierda y a nivel flanco, aparentemente causadas con posterioridad a la muerte, y 
c) el contexto de aumento de la violencia homicida contra las mujeres en Guatemala, 
agravamiento del grado de violencia contra aquellas y el ensañamiento ejercidos con-
tra los cuerpos de muchas de las víctimas, lo cual ocurre en un entorno de diversas 
formas de violencia contra la mujer.

I.	 La falta de precisión en las fechas es irrelevante
•	 TPIY, Prosecutor vs. Tadic, Sentencia de 7 de mayo de 1997 

534. [La falta de precisión en la declaración de la víctima en cuestión de fechas no 
invalida la credibilidad del testimonio] cuando la fecha o la hora de la perpetración 
no es un elemento constitutivo. Si bien, habitualmente se alega y se establece la 
fecha presunta de perpetración del acto imputado, esto no es importante a menos 
que constituya un elemento esencial de la infracción.
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REPARACIÓN DEL DAÑO
Un tema de relevancia que se considera necesario abordar en la tarea de juzgar 
con perspectiva de género como culminación del efectivo acceso a  la justicia es lo 
concerniente a la Reparación Integral del Daño, ya que si bien, es un derecho fun-
damental para cualquier persona víctima; en la óptica de la histórica violencia de 
género es un mecanismo convencional y legal tiene como fin desaparecer o dismi-
nuir a su mínima expresión los efectos de la vulneración de los derechos de la par-
te afectada, por razones de género, ya que representa romper con la desigualdad.

En México, la Suprema Corte se ha pronunciado en el sentido de reconocer que 
el derecho a la reparación integral del daño “quedó incorporado al ordenamiento 
jurídico mexicano a raíz de la reforma al artículo 1º. Constitucional, publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011”,41 y que las víctimas, como 
medidas complementarias de la reparación del daño, tienen derecho a “la inves-
tigación de los hechos; la restitución de sus derechos, bienes y libertades vulne-
rados; las medidas para su rehabilitación física, psicológica o social; las medidas 
de satisfacción, mediante la realización de actos en beneficio de las víctimas; las 
garantías de no repetición de la violación; y una indemnización compensatoria 
por daño material e inmaterial”42.

Instrumentos de Referencia 
•	 Convención Belém do Pará: artículo 7.g. 
•	 Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-

cia contra las Mujeres en la Vida Política: artículos 47 y siguientes. 
•	 Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Muerte 

Violenta de Mujeres y Niñas: artículos 22-25.
•	 Recomendación General Nº 30 de la CEDAW, sobre las mujeres en la preven-

ción de conflictos y en situaciones de conflicto y posteriores a conflictos: 
párrs. 15, 17.a, 77, 79 y 81.e y g. 

41  Sentencia recaída al Amparo Directo en Revisión 1068/2011, Primera Sala de la SCJN, Ponente: Ministro Jor-
ge Mario Pardo Rebolledo, 19 de octubre de 2011.

42  Sentencia recaída en el Amparo Directo en Revisión 1133/2019, Primera Sala de la SCJN, Ponente: Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 79, Octubre de 2020, página 
283.



JU
ZG

AR
 CO

N P
ER

SP
EC

TIV
A D

E G
ÉN

ER
O; 

CA
SO

S P
RÁ

CT
ICO

S

65

•	 Recomendación General Nº 31 de la CEDAW y Observación General Nº 18 del 
Comité de los Derechos del Niño sobre las prácticas nocivas, adoptadas de 
manera conjunta: párr. 13. 

•	 Recomendación General Nº 33 de la CEDAW, sobre el acceso de las mujeres 
a la justicia: párrs. 14.e, 19.d-e y g y 51.a

Concepto
Corte IDH, Caso Gutiérrez Hernández y otros vs. Guatemala, Sentencia de 24 de agos-
to de 2017.43 

199. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obligación interna-
cional requiere, siempre que sea posible, la plena restitución (restitutio in integrum), 
que consiste en el restablecimiento de la situación anterior. De no ser esto factible, 
como ocurre en la mayoría de los casos de violaciones a derechos humanos, el Tri-
bunal determinará medidas para garantizar los derechos conculcados y reparar las 
consecuencias que las infracciones produjeron. Por lo tanto, la Corte ha considerado 
la necesidad de otorgar diversas medidas de reparación, a fin de resarcir los daños de 
manera integral por lo que, además de las compensaciones pecuniarias, las medidas 
de restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición tienen especial 
relevancia por los daños ocasionados. 

(En el mismo sentido: Corte IDH, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras, Senten-
cia de 21 de julio de 1989, párrs. 25 y 26; Corte IDH, Caso Cantoral Benavides vs. 
Perú, Sentencia de 3 de diciembre de 2001, párrs. 79-81; Corte IDH, Caso Gonzá-
lez y otras, Campo Algodonero vs. México, Sentencia de 16 de noviembre de 2009, 
párr. 450; Corte IDH, Caso Vásquez Durand y otros vs. Ecuador, Sentencia de 15 de 
febrero de 2017, párr. 187).

El derecho a una reparación judicial eficaz
•	 Comité CEDAW, Caso Karen Tayag Vertido vs. Filipinas, Dictamen de 16 de ju-

lio de 2010.44 

43   Corte IDH, caso Gutiérrez Hernández y otros vs Guatemala, en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_339_esp.pdf

44  ONU, Tayag Vertido vs. Phiilippines, CEDAW/C/46/D/18/2008, en:https://juris.ohchr.org/casedetails/1700/en-US
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8.3 En cuanto a la argumentación de la autora relativa al artículo 2 c), el Comité, si bien 
reconoce que el texto de la Convención no hace referencia expresa al derecho a obte-
ner reparación, considera que ese derecho queda implícito, en particular en el artículo 
2 c), conforme al cual los Estados partes se comprometen a “establecer la protección 
jurídica de los derechos de la mujer sobre una base de igualdad con los del hombre y 
garantizar, por conducto de los tribunales nacionales o competentes y de otras institu-
ciones públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto de discriminación”. 
[...] Considera que para que la reparación sea efectiva la sentencia sobre un caso de 
violación debe dictarse de forma justa, rápida y oportuna. 

•	 Comité CEDAW, Caso R. P. B. vs. Filipinas, Dictamen de 21 de febrero de 2014.45

8.3. El Comité recuerda también que para que la reparación sea efectiva la sentencia 
sobre casos de violación y delitos sexuales debe dictarse de manera justa, imparcial, 
oportuna y rápida. 

•	 TEDH, Caso Aydin vs. Turquía, Sentencia de 25 de septiembre de 1997.46

103. Por consiguiente, cuando una persona tiene un reclamo razonable de que él o 
ella han sido torturados por agentes del Estado, la noción de una “reparación judicial 
eficaz” implica, además del pago de la indemnización cuando sea apropiado, una in-
vestigación minuciosa y eficaz que sea capaz de lograr la identificación y el castigo 
de los responsables y que incluya un acceso adecuado del reclamante al proceso de 
investigación. Es cierto que no existe una disposición explícita en el Convenio como 
la que se encuentra en el artículo 12 de la Convención de las Naciones Unidas de 1984 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, que im-
pone el deber de llevar a cabo una investigación “puntual e imparcial” siempre que sea 
posible pensar que se cometió un acto de tortura [...]. Sin embargo, un requisito de este 
tipo está implícito en la noción de una “reparación judicial eficaz” que aparece en el 
artículo 13 [del Convenio Europeo de Derechos Humanos].

45  ONU, R.P.B. vs. Philippines, CEDAW/C/57/D/34/2011, en:https://juris.ohchr.org/casedetails/1875/en-US

46   CEJIL, Corte Europea de Derechos Humanos, Aydin vs. Turquia, Demanda Nº 23178194, en: https://archivos.
juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/11/5212/12.pdf
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